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EDITORIAL

Los pasados días 28 de febrero y 1 de marzo de 2019 celebramos en Murcia las VI 
Jornadas de la Comisión de Derecho Privado de nuestra asociación.  

Las mismas tuvieron lugar en la impresionante Ciudad de la Justicia murciana, 
contando, además, con la presencia del Presidente del Tribunal Superior de Justicia 
de la Región de Murcia, el Presidente de la Audiencia Provincial de Murcia y el 
Decano de dicho partido Judicial. Todos ellos contribuyeron a que nos sintiéramos 
como en casa y se creara un magnífico ambiente de trabajo.  

Como todos los años, además de una intensa actividad jurídica, tuvimos ocasión de 
compartir momentos de ocio, lo que permite mantener las buenas relaciones  entre los 
compañeros y las compañeras de la Comisión de Derecho Privado. 

Hay que destacar como en estas VI Jornadas se ha mantenido el nivel de 
participación del año pasado, lo que refuerza la necesidad y utilidad de las mismas.  

Gracias al trabajo realizado, consistente en ponencias y debates posteriores, 
volvemos a publicar otro Boletín con material muy importante y valioso para el 
desempeño de la jurisdicción en el ámbito civil. 

Tanto el concurso de persona natural como el baremo de accidentes de circulación, 
constituyen dos materias que, pese a contar con una regulación vigente desde hace 
varios años, siguen planteando muchos problemas en la práctica. 

Asimismo, hemos continuado con la disección de la nueva Ley de Crédito Inmobiliario 
(publicada en el BOE, aunque aún no ha entrado en vigor), que promete abundantes 
controversias jurídicas. 

Por otra parte, hemos recuperado una ponencia sobre derecho de familia a propósito 
de reciente jurisprudencia sobre la atribución del uso de la vivienda familiar y hemos 
mantenido el análisis anual de las novedades en materia de Derecho Internacional 
Privado. 

Finalmente, hemos vuelto a temas de derecho civil “puro”, que son tan importantes, 
como el contrato de arrendamiento, concretamente el de uso distinto de vivienda a 
propósito de la figura del desistimiento.  

Merece un especial agradecimiento nuestro compañero Miguel Ángel Larrosa y los y 
las restantes compañeros y compañeras de la Sección Territorial de Murcia, cuyo 
entusiasmo y compromiso han resultado imprescindibles. 

Tan solo queda recordar que los coordinadores de la Comisión de Derecho Privado ya 
estamos trabajando en la preparación de las siguientes Jornadas en las que vuestra 
participación volverá a ser esencial. Os esperamos.
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Principales novedades de la ley 
reguladora de los contratos de crédito 
inmobiliario  
                                                                                            
Miguel Ángel Larrosa Amante. 

Presidente de la Audiencia Provincial de Murcia

I.-Introducción 

Recientemente se ha publicado la Ley 
5/2019, de 15 de marzo, Reguladora de los 
Contratos de Crédito Inmobiliario (LCCI en 
adelante). Con ello se cumple la obligación 
legal de transcripción al derecho interno de 
la Directiva 2014/17/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 4 de febrero de 
2014, sobre los contratos de crédito 
celebrados con los consumidores para 
bienes inmuebles de uso residencial y por 
la que se modifican las Directivas 2008/48/
E y 2013/36/UE y el Reglamento (UE) nº 
1093/2010.  

Pero esta ley es algo más que una simple 
transposición de la Directiva. Parte de la 
consideración general de este tipo de 
contratos como esenciales para la 
estabilidad económica de nuestro país y 

como elemento clave para la cohesión 
social, tal como lo ha configurado el 
legislador español. Para ello, aprovecha 
que la Directiva transpuesta, que cambia el 
criterio general de las últimas Directivas en 
materia de protección del consumidor que 
venía fijando un principio de armonización 
máxima, autoriza a los Estados Miembros, 
en su artículo 2.1, a adoptar un régimen de 
protección superior al fijado por la propia 
norma comunitaria, en lo que es una 
expresión del principio de armonización 
mínima propio de las iniciales Directivas en 
materia de consumo en virtud del cual 
cada país puede adoptar las medidas que 
considere más adecuadas en relación con 
su propia configuración legal del objeto de 
la Directiva en cuestión.  

En atención a ello, el legislador español va 
más allá de la transposición del texto de la 
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Directiva y adapta la materia relativa a la 
contratación de inmuebles para uso 
residencial a las peculiaridades de 
nuestro propio sistema. Así lo declara 
expresamente en la Disposición Final 14ª 
y en la Disposición Final 15ª.3 se fija un 
plazo de seis meses para la completa 
integración de la Directiva, teniendo en 
cuenta la doble previsión establecida en 
la citada Disposición Final 15ª para su 
desarrollo por medio de Real Decreto 
(apartado 1) y por medio de Orden 
Ministerial del Ministerio de Economía 
(apartado 2). Además, el legislador 
español ha incorporado una serie de 
n o r m a s p r o p i a s q u e n o v e n í a n 
reconocidas en la Directiva y que 
constituyen la base de la adaptación a la 
situación actual del mercado hipotecario 
en España así como el centro de debate 
jurídico habitual en nuestros tribunales, 
pretendiendo de esta forma dar una 
respuesta uniformadora en evitación de 
conflictos futuros. 

II.-Alcance de la transposición de la 
Directiva 

La primera labor de aproximación al 
nuevo texto legal pasa por concretar el 
alcance de la transposición de la Directiva 
2014/17/UE. La LCCI está dividida en IV 
c a p í t u l o s , c o n 4 9 a r t í c u l o s , 1 2 
disposiciones adicionales, 5 disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria y 
16 disposiciones finales, junto con dos 
anexos. A los efectos de este trabajo nos 
vamos a centrar exclusivamente en los 
capítulos I y II, así como en aquellas 
disposiciones que traigan razón de ser de 
la financiación inmobiliaria, dado que el 
resto de los capítulos y disposiciones 
tienen una configuración de naturaleza 
administrativa, como es la relativa al 

régimen jurídico de los intermediarios de 
crédito (capítulo III) y el régimen 
sancionador de los intermediarios 
(capítulo IV).  

Como se ha señalado, la Directiva 
2014/17/UE es una norma comunitaria de 
mínimos, lo que deja abierta la posibilidad 
de que los Estados adopten una 
normativa propia. De hecho, una parte 
importante del texto comunitario no deja 
de ser remisiones a los Estados para que 
regulen, de forma abierta, diversas 
materias en las que la Directiva se limita 
a dar unos principios generales que 
deben de se r respe tados en l a 
transposición. Así son frecuentes 
expresiones del tipo “Los Estados 
Miembros velarán…”; “Los Estados 
Miembros determinarán…”; “Los Estados 
miembros garantizarán…”; “Los Estados 
Miembros podrán establecer…”; “Los 
Estados miembros podrán permitir…”, 
etc. Se trata, por tanto, de una norma 
abierta que será completada por cada 
Estado, siempre bajo el respeto de los 
principios generales. De ahí la necesidad 
de desarrollo reglamentario posterior a la 
que antes se ha hecho referencia y que 
se establece en la citada Disposición 
Final 15ª. Por tanto, en una aproximación, 
sin ánimo exhaustivo, podemos encontrar 
tres tipos de normas dentro de la LCCI:  

1.- Normas transpuestas literalmente.  

En ellas el legislador español ha copiado 
el texto de la Directiva sin modificaciones 
de especial trascendencia más allá de 
a l g u n o s c a m b i o s l i n g ü í s t i c o s o 
adaptación a instituciones del derecho 
español. Entre dichas normas podemos 
citar, a título de ejemplo:  
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Ámbito de aplicación de la Ley (art. 3) 
Definiciones a los efectos de la ley (art. 
4), con la importante excepción del 
concepto de consumidor.  

Principios de actuaciones de la actividad 
relacionada con la concesión de 
préstamos hipotecarios (art. 5). 
  
Gratuidad de la información (art. 5.3).  

Cálculo del TAE (art. 8) 

Régimen de información general y 
precontractual (arts. 9 y 10).  

Obligación de evaluación de solvencia 
(art. 11).  

Requisitos de conocimiento, competencia 
y política de remuneración del personal al 
servicio del prestamista (arts. 16 y 18).  

Préstamos inmobiliarios en moneda 
extranjera (art. 20). 

2.- Normas desarrolladas por el legislador 
español.  

Un segundo grupo de artículos de la Ley 
de Contratos de Crédito Inmobiliario, 
sirven para la ampliación legal de 
diversas previsiones de la Directiva, por 
lo que constituyen un desarrollo de los 
pr incipios mínimos de protección 
establecidos en la Directiva. Igualmente, 
sin ánimo exhaustivo, podemos citar:  

Información relativa a la solvencia del 
potencial prestatario (art. 12).  

No rmas de t r anspa renc ia en l a 
c o m e r c i a l i z a c i ó n d e p r é s t a m o s 
inmobiliarios (art. 14).  

Prácticas de ventas vinculadas y 
combinadas (art. 17).  

Variaciones del tipo de interés (art. 21) 

Reembolso anticipado (art. 23).  

3.- Normas novedosas exclusivas del 
legislador español.  

Junto con lo que es desarrollo de la 
Directiva, el legislador español ha 
aprovechado la ocasión para incluir una 
serie de novedades, no previstas en la 
Directiva pero que cumplen el objeto 
básico de la misma expuesto en el 
considerando 6 de la misma. En tal 
sentido se han desarrollos los siguientes 
aspectos en la nueva Ley:  

Extensión de la protección a toda 
persona física y no solo consumidores 
(arts.1 y 2.1).  

Obligaciones de transparencia en 
relación con los contratos (art. 7).  

Previsión del régimen de gastos y la 
persona obligada a su pago (art. 14.1.e). 
  
Comprobación del cumplimiento del 
principio de transparencia material (art. 
15).  

Forma  y contenido del contrato (art. 22).  

Regulación del régimen de vencimiento 
anticipado (art. 24).  

Regulación de los intereses de demora 
(art. 25).  
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III.-Examen de las principales novedades de la Ley de Contratos de Crédito 
Inmobiliario.  

Señalados los puntos anteriores, como una mera introducción para situarnos en el 
examen concreto del texto, y sin perjuicio de la necesidad de un examen mucho más 
completo, debemos de centrarnos en realizar una primera aproximación a las principales 
novedades del texto legal, debiendo de dejar claro que estamos ante un examen inicial 
sólo aquellos aspectos que pueden tener una incidencia mayor en lo que constituye la 
actividad de los tribunales y en atención a los aspectos habitualmente litigiosos. Se trata 
de un examen limitado, pues no se van a valorar todas las modificaciones introducidas en 
la ley sino sólo aquellas que se consideran como más relevantes, y también es un 
examen fruto de una primera lectura de un texto que requiere una mayor profundización.  

1.-Ámbito subjetivo.  

a.- Persona física.  

El primer aspecto que debe destacarse en esta ley es que, a diferencia de la Directiva 
2014/17/UE, no estamos ante una norma propiamente de consumo. En la norma 
comunitaria se regulan los contratos de crédito inmobiliario celebrados por consumidores. 
La norma española, va más allá e incluye en el ámbito de protección a toda persona física 
con independencia tener o no, conforme a las previsiones del RD Legislativo 1/2007, la 
condición de consumidor. Así se explica en la propia Exposición de Motivos, dentro de su 
apartado III, con el propósito confesado de proteger a los trabajadores autónomos como 
personas necesitadas de un régimen de protección más amplio, equiparable al del 
consumidor.  

En consideración a este propósito, en las definiciones del artículo 4 LCCI no se incluye el 
concepto de consumidor que sí se define en el artículo 4.1.a) de la Directiva 2014/17/UE. 
Pero tampoco se incluye el concepto de qué debemos entender por personas física, lo 
que implica que debemos acudir al concepto general de persona física de nuestro 
Derecho Civil como equivalente a la persona natural a la que se refiere el artículo 29 CC.  

Ello supone que no es posible extender el régimen de protección de la LCCI a las 
personas jurídicas, de cualquier tipo, ni siquiera a aquellas de naturaleza unipersonal. Es 
más, esta ampliación del régimen de protección a las personas físicas, supone una 
reducción del régimen de protección de las personas jurídicas, pues ni siquiera es posible 
aplicar las previsiones de esta ley a aquellas que sí gozan de protección de acuerdo con 
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el concepto de consumidor previsto en el 
artículo 3 TRLGDCU y que sí hubieran 
gozado de dicha protección de haber 
seguido el criterio comunitario. Las 
razones de la protección del artículo 1 
LCCI están claras y expuestas en la 
Exposición de Motivos, pues no hay duda 
que en la mayor parte de las ocasiones 
las personas físicas con la condición de 
trabajador autónomo, que al desarrollar 
una actividad profesional quedarían fuera 
del concepto de consumidor del RD 
Legislativo 1/2007, se encuentran más 
cercanas a la posición de un consumidor 
que a la de un empresario o profesional, 
por lo que es acertada dicha protección. 
Pero, además de ello, no hubiera debido 
de haber ningún problema para la 
extensión de la misma a otro tipo de 
personas jurídicas, especialmente las 
unipersonales, en las que existe el mismo 
grado de relación.  

b.- Fiador.  

Dentro de este ámbito subjetivo, el citado 
artículo 1 LCCI amplía la protección no 
sólo al deudor, sino que la extiende al 
fiador o garantes de los préstamos 
hipotecarios que caen dentro de su 
ámbito objetivo, siempre que cumplan la 
misma condición de ser persona física. La 
extensión al fiador es, en principio, 
positiva, pero hubiera sido necesaria una 
mayor precisión en su regulación, pues 
deja abiertos diversos interrogantes de no 
clara respuesta.  

Así, no se especifica en la norma si el 
fiador protegido lo es siempre que 
intervenga como persona física en un 
contrato de crédito inmobiliario con 
independencia de la condición del deudor 
(persona física o empresario), del destino 
del préstamo hipotecario (uso residencial 

u otro tipo de destinos) o de la posible 
vinculación del mismo con la persona 
jurídica en los términos desarrollados por 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea. La respuesta a esta 
cuestión entiendo que debe de ser 
restrictiva a la hora de extender este 
sistema de protección a f iadores 
personas físicas con vinculación con la 
persona jurídica  o cuando el destino del 
préstamo hipotecario sea diferente al del 
uso residencial.  

Otra cuestión sobre la que tampoco indica 
la ley ninguna específica solución es la 
relativa a qué aspectos del régimen 
previsto en la Directiva para el deudor son 
extensibles al fiador, pues no parece que 
todo el régimen de protección del deudor 
sea directamente aplicable al fiador por la 
distinta posición jurídica de cada uno de 
ellos. La solución pasa por interpretar lo 
previsto en el artículo 15.4 LCCI. De esa 
norma se desprende que serán aplicables 
al fiador persona física la obligación de 
comparecencia previa el otorgamiento de 
la escr i tura públ ica de préstamo 
hipotecario prevista en el propio artículo 
15 LCCI, así como las normas de 
protección del prestatario previstas en el 
capítulo II de la Ley, artículos 5 a 25, 
ambos inclusive. Por ello, todas las 
específicas referencias que en el texto 
legal se hacen solo al prestatario a lo 
largo del mismo (artículos 10 o 14, por 
ejemplo) deben considerarse extendidas 
igualmente al fiador, sin perjuicio de 
adaptar los efectos a su condición de 
garante y no de deudor principal, lo que 
supone que su posición es secundaria en 
el contrato y que sólo es el deudor o 
prestatario el que negocia las condiciones 
del préstamo con el banco. Por ello  
entiendo que, el campo de actuación más 
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propio del fiador no es otro que el relativo al derecho de información precontractual y el 
análisis de solvencia y riesgos.  

c.- Condición de profesional del prestamista.  

El segundo elemento subjetivo que debe ser matizado es la necesidad de que el 
prestamista tenga la condición de profesional en el crédito inmobiliario, tal como exige el 
artículo 2.1 LCCI, extendiéndose igualmente a los intermediarios de crédito (art. 2.2 
LCCI). Así el último párrafo del artículo 2.1 LCCI señala que “Se entenderá que la 
actividad de concesión de préstamos hipotecarios se desarrolla con carácter profesional 
cuando el prestamista, sea persona física o jurídica, intervenga en el mercado de 
servicios financieros con carácter empresarial o profesional o, aun de forma ocasional, 
con una finalidad exclusivamente inversora”.  Por tanto, lo que se exige es que el contrato 
de préstamo incluye una garantía hipotecaria, lo que excluye del ámbito de aplicación de 
la ley aquellos contratos de compraventa realizados entre particulares, aunque sí se 
incluyese un préstamo por parte del particular, sí podría considerarse incluido dentro de la 
finalidad inversora y ocasional a los efectos de exigir el cumplimiento de las exigencias 
legales.  

2.- Ámbito objetivo.  

Establecido el ámbito subjetivo, el segundo aspecto de delimitación de esta ley es la 
determinación de los contratos a los que se aplica la misma. Al igual que ocurre en 
relación a los sujetos, no estamos ante una ley que tenga una pretensión de aplicación a 
todos los contratos de crédito para la adquisición de un inmueble, pues con 
independencia de las exclusiones específicas del artículo 2.4 LCCI, su ámbito queda 
limitado en su artículo 2.1 LCCI sólo a aquellos contratos celebrados por personas físicas 
que tengan por objeto:  
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a) La concesión de préstamos con 
garantía hipotecaria u otro derecho real 
de garantía sobre un inmueble de uso 
residencial. A estos efectos, también se 
entenderán como inmuebles para uso 
residencial aquellos elementos tales 
como trasteros, garajes, y cualesquiera 
otros que sin constituir vivienda como tal 
cumplen una función doméstica. 
Tal como se aprecia de la lectura de este 
apartado, la ley será aplicable sólo a los 
préstamos (también a los contratos de 
crédito de acuerdo con lo previsto en el 
ar t ículo 2.3 LCCI) con un doble 
condicionante: a) que establezcan un 
derecho real de garantía sobre un 
inmueble y b) que el destino de dicho 
inmueble sea exclusivamente de uso 
residencial, bien por servir de vivienda o 
bien por cumplir cualquier función 
doméstica (traseros o garajes).  

Esta primera delimitación permite alguna 
conclusión añadida. Así, no quedarán 
incluidos en el ámbito objetivo de la ley 
aquellos préstamos hipotecarios que no 
tengan por finalidad la adquisición de un 
inmueble de uso residencial, lo que 
permite excluir aquellos que recaigan 
sobre locales comerciales o naves 
industriales dado el presumible destino de 
los mismos al ejercicio de una actividad 
empresarial y no a un uso residencial.  

En sentido positivo, la finalidad del 
préstamo hipotecario ya no tiene tanta 
trascendencia dado que será indiferente 
sí recae sobre la vivienda habitual o no 
( s e g u n d a r e s i d e n c i a o i n c l u s o 
compraventa de viviendas con finalidad 
de arrendamiento o especulación), así 
como también será aplicable a aquellos 
p r é s t a m o s c o n c e r t a d o s p a r a l a 
re f inanciac ión de deudas de los 
prestatarios, siempre que sea otorgado 

por una persona física y el inmueble que 
s e h i p o t e q u e t e n g a u n d e s t i n o 
residencial, que ahora se configura como 
el elemento central de aplicación objetiva 
de la ley. Como se ha señalado, no 
estamos ante una ley de consumo y, por 
ello, se amplía el ámbito objetivo a 
supuestos que no quedarían cubiertos 
por la normativa de protección de los 
consumidores.  

Por último, y en relación al primer 
apartado, hay que establecer que esta 
limitación objetiva, que no es nada más 
que uno de los aspectos transpuestos de  
forma directa de la Directiva 2014/17/UE, 
supone una cierta contradicción con la 
finalidad protectora de los trabajadores 
autónomos. En efecto, se declara la 
voluntad de extender a éstos su régimen 
de protección, pero sin embargo la limita 
sólo a hipotecas sobre inmuebles de uso 
res idenc ia l , lo que exc luye esta 
protección de préstamos destinados a la 
adquisición, rehabilitación o mejora de los 
locales comerciales en los que estos 
autónomos suelen desempeñar su 
actividad profesional. Así el dueño de un 
taller mecánico, trabajador autónomo, si 
quiere invertir en dicho taller, tendrá que 
hipotecar un inmueble de su propiedad de 
uso residencial para poder obtener las 
ventajas de la nueva ley, que no tendría si 
hipotecase el local en el que se hallase el 
taller. Es una contradicción propia de la 
ampliación del régimen subjetivo de 
protección y que no existe en la Directiva 
al reducir dicho ámbito sólo a los 
consumidores.  

b) La concesión de préstamos cuya 
finalidad sea adquirir o conservar 
derechos de propiedad sobre terrenos o 
inmuebles construidos o por construir, 
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siempre que el prestatario, el fiador o garante sea un consumidor. 

Este segundo apartado del artículo 2.1 LCCI permite aplicar esta ley a la adquisición de 
solares y supone una alteración del principio general derivado del apartado anterior. En 
efecto, para la inclusión de este tipo de contratos en el ámbito objetivo de la ley no se 
exige que se haya constituido una garantía hipotecaria en el préstamo concedido ni que 
el destino del terreno vaya a ser de uso residencial y además se limita su ámbito subjetivo 
ahora sí a los consumidores y no a todas las personas físicas como se establece en la 
Ley española. Ello puede generar algún problema de interpretación sobre los aspectos 
que son aplicables del texto de la ley, al necesitar adaptarlos a este concreto tipo de 
contratos. En consecuencia, no se extenderá a la compraventa de solares para la 
construcción realizada por personas físicas dentro de una actividad de carácter comercial 
o profesional. En este punto se recupera el concepto de consumidor previsto en la Ley 
General de Defensa de los Consumidores y Usuarios.  

3.- Principios generales de protección de los prestatarios en la Ley Reguladora de 
los Contratos de Crédito Inmobiliario.  

En el artículo 3 LCCI se fijan los criterios generales alrededor de los cuales se articula el 
régimen de protección del prestatario y que constituyen los principios generales de esta 
ley, con su posterior desarrollo a lo largo del articulado del texto legal. Tales principios son 
tres: a) carácter imperativo de las normas; b) irrenunciabilidad de los derechos 
reconocidos al deudor, fiador o hipotecante no deudor; y c) nulidad de pleno derecho de 
los actos realizados en fraude de lo dispuesto en la ley.  

a.- Carácter imperativo de las normas.  

La ley parte de una declaración general del carácter imperativo de sus previsiones, 
excluyéndolas de la autonomía de la voluntad, en clara consonancia con el carácter 
marcadamente intervencionista en el contenido del contrato que se desprende a lo largo 
de todo el texto legal. Así lo establece el párrafo primero del artículo 3 LCCI. Hay que 
destacar que dicho carácter se extiende no sólo al texto legal sino también a los futuros 
desarrollos reglamentarios de sus previsiones. En este tipo de contratos prevalece el 
texto de la ley sobre la voluntad negocial de las partes que queda limitada y constreñida 
solo a aquellos aspectos en los que expresamente la ley abra tal posibilidad de 
negociación, como por ejemplo, la posibilidad de pactar la dación en pago (art. 9) o la 
fijación de una comisión de apertura (art. 14.4).  

b.- Imposibilidad de renuncia a los derechos reconocidos.  

El propio artículo 3 LCCI impone la imposibilidad de la persona física prestataria, como 
parte más débil de la relación jurídica derivada del contrato de préstamo hipotecario, de 
renunciar previamente a los derechos reconocidos al mismo (también al fiador o 
hipotecante no deudor). Es una previsión que deriva de lo previsto en el artículo 41.1 de 
la Directiva 2014/17/UE y es una cláusula habitual en toda la normativa de protección de 
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los consumidores, sin perjuicio de su 
extensión en este caso a todas las 
personas físicas contratantes. Su 
interpretación es clara y constante. El 
prestatario, fiador o  hipotecante no 
d e u d o r n o p u e d e r e n u n c i a r 
contractualmente a los derechos que la 
ley le ha reconocido, ni por la vía de la 
cláusula de renuncia expresa ni por la vía 
de la modificación contractual de las 
condiciones fijadas a su favor en la ley 
que examinamos. En ambos casos, la 
respuesta legal es clara: nulidad de pleno 
derecho de las cláusulas contractuales 
afectadas por la renuncia o modificación 
del texto legal.  

c.- Nulidad de pleno derecho.  

El efecto principal que se prevé en el 
texto que examinamos no es otro que la 
nulidad de pleno derecho, al ser 
considerados estos actos contrarios a la 
ley como realizados en fraude de ley, tal 
como se deriva de la remisión que el 
artículo 3 LCCI realiza al artículo 6 del 
Código Civil. Este es el principio general, 
que además es confirmado a lo largo de 
todo el texto, como por ejemplo en el 
artículo 17.2 (nulidad contrato vinculado 
contrario a las previsiones legales), en el 
a r t í c u l o 2 0 . 6 ( n u l i d a d c l á u s u l a 
mu l t id iv i sa ) , en e l a r t í cu lo 24 .2 
(vencimiento anticipado) o en el artículo 
25.2 (intereses de demora). 
La LCCI, a pesar de no ser una ley de 
protección al consumidor, sigue en este 
punto las previsiones de la Directiva 
comunitaria (que sí es norma de 
consumo) y acepta como efecto principal 
del incumplimiento de las previsiones 
legales la nulidad de pleno derecho. 
También se remite al artículo 6 CC, en 
una referencia que debe considerarse, en 
p r i n c i p i o , c o m o i n n e c e s a r i a y 
parcialmente perturbadora, pues hubiera 

sido suficiente con la remisión al RD 
Legislativo 1/2007 que reconoce este 
mismo principio general y, además, 
puede crear dudas sobre los requisitos o 
exigencias para su aplicación en atención 
a la jurisprudencia y doctrina sobre el 
fraude de ley cuyas consecuencias no 
siempre son la nulidad de pleno derecho, 
sino de adaptación a la norma que se 
haya tratado de eludir. 

4.- Potenciación del derecho a la 
información del prestatario. 

La ley que comentamos, siguiendo lo que 
constituye uno de los elementos clave del 
régimen comunitario de protección a los 
consumidores, potencia el derecho de 
i n fo rmac ión que co r responde a l 
prestatario o fiador. La mayor parte de la 
ley española, en esta concreta materia, 
se articula en torno a las previsiones de la 
Directiva 2014/17/UE, sin perjuicio de 
incorporar algunas novedades propias.  

La información se desarrolla a lo largo de 
todo las fases de la vida de un préstamo 
hipotecario, desde la propia publicidad de 
los préstamos hipotecarios ofertada al 
público en general por las entidades de 
crédito, como a las diversas fases del 
contrato, en relación a una persona física 
en concreto, desde la fase precontractual 
hasta la fase post contractual, como 
iremos desarrollando a lo largo de este 
trabajo. 
    
Además de lo anterior, la Ley Reguladora 
de Contratos de Crédito Inmobiliario 
establece una obligación de información 
para el potencial prestatario con carácter 
previo a la celebración del contrato de 
préstamo, fundamentalmente en relación 
a la evaluación de solvencia del mismo, 
por lo que nos encontramos con la 
coexistencia de derechos/deberes de 
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información entre las partes. Antes de entrar a describir estos concretos aspectos de 
valoración es conveniente fijar las características generales de toda la información que 
debe de facilitar la entidad de crédito, sistematizando las previsiones dispersas a lo largo 
del texto legal.   

A.- Características generales de la información a facilitar por el banco.  
  

a.- Gratuidad.  

El primer aspecto que hay que destacar es la gratuidad de toda la información que la 
ley establezca a favor del prestatario, tal como señala el artículo 5.3 LCCI. La 
información es un derecho del consumidor, en la Directiva, que se extiende a las 
prestatarias personas físicas en la ley española con el mismo nivel de intensidad 
que a aquellos, lo que es positivo y coherente con el propio contenido del texto 
aprobado. Por tanto, la entidad de crédito no podrá cobrar ningún tipo de cantidad 
por este concepto en ninguno de los momentos en los que está obligada a facilitarla. 
El incumplimiento de esta gratuidad de la información determinaría la nulidad de 
pleno derecho de la cláusula que así lo estableciese, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 3 LCCI.  

b.- Claridad. 

La segunda condición de la información es la claridad de la misma, entendida como 
facilidad para su comprensión por parte de las personas físicas destinatarias de la 
misma. Así se establece en el artículo 6.1 (“…deberá especificar de forma clara, 
concisa y destacada…”); en el artículo 9 (“…información general clara y 
comprensible sobre los contratos de crédito…”); o en el artículo 12.1 (“…
especificarán de manera clara y directa en la fase precontractual la información 
necesaria y las pruebas, comprobables independientemente, que el potencial 
prestatario deberá facilitar…”). Se sigue, por tanto, el criterio utilizado en otras 
normas vigentes, especialmente el RD Legislativo 1/2007.  

c.- Empleo de ejemplos significativos. 

La Ley no solo solicita información clara, sino que además exige que dicha 
información no se limite a un texto literario, sino que además se impone el empleo 
de ejemplos significativos de los distintos escenarios para poder garantizar una 
efectiva comprensión por parte del potencial prestatario del contenido del contrato y 
de los costes económicos que el mismo le va a suponer. Así se establece en el 
artículo 6.2, dentro de la información básica de la publicidad, siendo éste un aspecto 
que deberá de ser objeto de desarrollo reglamentario por el  Ministerio de Economía 
que será quien adopte los criterios para determinar este ejemplo representativo. 
También se incluye el empleo de ejemplos en el artículo 14.2, en sede de 
información precontractual.  
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d.- Debe facilitarse en soporte 
duradero. 

La in formación que debe ser 
entregada por parte de la entidad de 
crédito no puede ser una información 
oral. Sí podrá tener tal carácter las 
aclaraciones que pueda realizar a 
instancias del prestatario sobre 
aspectos concretos de la información 
general facilitada, pero la propia 
información, tanto antes como 
durante el contrato, debe facilitarse 
necesariamente por una de estas dos 
formas, tal como se establece en el 
artículo 9 LCCI: i) por escrito, bien en 
soporte papel, o bien en cualquier 
otro soporte duradero que pueda ser 
conservado por el prestatario o fiador; 
o ii) en formato electrónico. Lo 
fundamental es que se trate de una 
información que se entregue con 
finalidad de ser conservada por parte 
del destinatario y pueda realizar un 
examen de la misma con total 
tranquilidad a los efectos de poder 
f o r m a r c o r r e c t a m e n t e e l 
consentimiento para la celebración 
del contrato.  

e.- Personalizada. 

La Ley apuesta por una información 
particularizada en relación con el 
potencial prestatario y, por ello, 
adap tada a sus neces idades 
personales. Así se establece en el 
artículo 10.1 LCCI cuando señala que 
“El prestamista y, si ha lugar, el 
intermediar io de crédi to o su 
representante designado ofrecerán al 
p r e s t a t a r i o l a i n f o r m a c i ó n 
personalizada que necesite para 
comparar los préstamos disponibles 

en el mercado, para evaluar sus 
implicaciones y para tomar una 
d e c i s i ó n f u n d a d a s o b r e l a 
conveniencia de celebrar o no un 
contrato de préstamo sin demora 
in jus t i f i cada, una vez que e l 
prestatario haya dado la información 
necesaria sobre sus necesidades, 
situación financiera y preferencias, 
con suficiente antelación, que nunca 
será inferior a diez días naturales, 
respecto del momento en que el 
prestatario quede vinculado por 
cualquier contrato u oferta de 
préstamo”. Además, esta información 
personalizada no se entrega de la 
forma que considere más oportuna 
por la entidad de crédito, sino que la 
misma se facilitará imperativamente a 
través de la llamada Ficha Europea 
de Información Normalizada (FEIN), 
copiada de la Directiva comunitaria 
que se traspone, y que se incorpora 
como anexo I de la Ley de Contratos 
de Crédito Inmobiliario.  

f.-Disponibilidad. 

El último rasgo definitorio de esta 
información es que la misma debe de 
estar siempre a disposición de los 
potenciales prestatarios, tal como se 
establece en el artículo 14.6 LCCI, 
los formularios de las condiciones  
generales de la contratación, de 
manera que los mismos puedan ser 
consultados previamente a la firma 
del contrato e incluso compararlos 
con los de otras entidades de crédito.  

B.- Obligación de información en los 
contratos de préstamo inmobiliario.  
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A lo largo de todo el texto legal se 
articulan obligaciones especiales de 
información adaptadas a las diversas 
fases de formación de la voluntad y 
prestación del consentimiento, así como 
igualmente establece obligaciones 
especiales de información en atención al 
tipo de préstamo concertado y sus 
concretas condiciones.  

a.- Información general de naturaleza 
contractual que debe fac i l i tar e l 
prestamista.  

Dentro del derecho comunitario, y esta 
Directiva traspuesta no es una excepción, 
es fundamental el alcance de la 
información en todas las fases, necesaria 
para la libre y consciente emisión de la 
declaración de voluntad en la que 
finalmente se concreta el contrato entre el 
consumidor y el profesional. Esta misma 
finalidad se cumple en la ley española, de 
manera que se fijan obligaciones de 
información que recaen directamente 
sobre la entidad de crédito desde la fase 
de publicidad hasta la fase posterior al 
contrato.  

i.- En primer lugar, con transposición del 
artículo 11 de la Directiva 2014/17/
UE, se regula el alcance de la 
i n f o r m a c i ó n q u e d e b e d e 
suministrarse en la publicidad de los 
préstamos inmobiliarios. No estamos 
todavía en una fase propiamente 
contractual, pues la obligación de 
información que se establece en el 
artículo 6 LCCI, es de carácter 
general, en cuanto no dirigida a una 
concreta persona física, sino al 
colectivo de potenciales clientes 
interesados en la contratación de un 
préstamo hipotecario. Se pretende 
q u e e l c o n o c i m i e n t o d e l a s 

condiciones esenciales del préstamo 
que se oferta por la entidad de 
crédito sea previo y con un suficiente 
nivel de información que permita a 
cualquier persona conocer tales 
condiciones y poder comparar las 
mismas entre los diversos préstamos 
hipotecarios ofertados en el mercado.  

 Pero tampoco es una obligación que 
afecte a todos los préstamos, sino 
que es preciso que se trate de 
publicidad en la que se indique un 
tipo de interés o cualquier otra cifra 
re lac ionada con e l coste de l 
préstamo (art. 6.1). Por tanto, a una 
hipotética publicidad de préstamos 
sin indicaciones de contenido 
económico no le será exigible el nivel 
de información establecido en el 
c i tado ar t ícu lo . No obs tan te , 
difícilmente nos encontraremos ante 
un supuesto semejante, pues es 
sabido que la mayor atracción de una 
p u b l i c i d a d d e u n p r é s t a m o 
hipotecario son las mejores ventajas 
de naturaleza económica (sea por 
tipo de interés o por gastos) frente a 
otros préstamo de entidades de 
crédito de la competencia.  

 El contenido de esta publicidad es 
complejo, pues junto con aspectos 
imprescindibles, tales como la 
identidad del prestamista, el tipo de 
intereses deudor y el régimen de 
gastos o la Tasa Anual Equivalente, 
se incorporan otras exigencias de 
información que más parecen 
referidas a ofertas concretas de 
préstamo (importe total, duración, 
importe de los pagos a plazos, 
sistema de amortización o posibilidad 
de dación en pago), lo que nos 
llevaría a la fase precontractual más 
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que a la mera publicidad. En todo 
caso, la información será clara, 
concisa y destacada, debiendo incluir 
un ejemplo representativo que 
deberá ser desarrollado de forma 
reglamentaria por el Ministerio de 
Economía. 

  
 Finalmente, añadir que la ley no 

establece en el citado artículo 6 
ninguna sanción específica por el 
incumplimiento de estas exigencias 
de información en la publicidad, por 
lo que en modo alguno pueden 
afectar a la validez el contrato de 
p r é s t a m o i n m o b i l i a r i o q u e 
posteriormente se pueda celebrar 
dadas las importantes exigencias de 
información propias de la fase 
precontractual. El incumplimiento de 
e s t a o b l i g a c i ó n ú n i c a m e n t e 
supondría una sanción administrativa 
de conformidad con lo establecido en 
el artículo 46 LCCI.  

ii.- Continuando con el examen de esta 
norma, desde el alcance de la 
información más amplio al más 
concreto, la ley también establece, 
de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 13 de la Directiva, una 
obligación de información general de 
los préstamos inmobiliarios. La 
misma no viene referida ya a la fase 
de publicidad sino se concreta en la 
información que la entidad de crédito 
debe tener a disposición de sus 
clientes en las oficinas abiertas al 
público de cada entidad de crédito o, 
incluso, en sus respectivas páginas 
web, facilitando de esta forma el 
acceso fáci l y gratuito a una 
información, en este caso ya más 
concreta, por parte de cualquier 
persona interesada en conocer las 
condiciones ofertadas para la 

cont ra tac ión de es te t ipo de 
préstamos.  

 Ello se establece en el artículo 9 
LCCI, el cual impone la obligación de 
las entidades de crédito de facilitar 
en un soporte duradero, por escrito o 
electrónico, una información general 
a cualquier persona que solicite la 
misma. Ya se da un paso más en la 
concreción de las condiciones del 
préstamo, que abarca, entre otros 
aspectos, los fines para los que 
puede emplearse el crédito, las 
diferentes formas de garantía, los 
distintos tipos de interés que se 
ofertan, los costes no incluidos en el 
coste total (también la necesidad de 
valoración de las garantías), el 
r e e m b o l s o a n t i c i p a d o , l a s 
consecuencias del incumplimiento, la 
oferta de dación en pago y la que se 
puedan establecer por el Ministerio 
de Economía. Al igual que en el caso 
de la publicidad, su incumplimiento 
sólo daría lugar a una posible 
sanción por infracción de las 
obligaciones impuestas en la ley.  

iii.- La siguiente regulación de la 
información es la precontractual.  La 
misma está regulada en el artículo 10 
LCCI (trasposición del artículo 14 de 
la Directiva) y ya no estamos ante 
una información general sino ante 
una información específica para un 
potencial prestatario interesado en la 
efectiva contratación del préstamo 
hipotecario. Es el momento en el que 
la información se personaliza según 
las necesidades del potencial 
prestatario.  

 Su finalidad, tal como se establece 
en el artículo 9.1 LCCI, es la de que 
el prestatario puede comparar dicha 
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información con el resto de préstamos disponibles en el mercado (lo que parece más 
propio de la información general que se ha examinado anteriormente), evaluar sus 
implicaciones y tomar una decisión fundada. Por ello, dicha información siempre debe 
de ser previa al contrato, al menos diez días antes de cualquier vinculación por un 
contrato u oferta de préstamo y su contenido está totalmente prefijado, de manera 
que las entidades de crédito, a diferencia de la información en fase de publicidad o 
general, no puede prestarla en la forma que considere más oportuna, pues debe de 
realizarla de acuerdo con la Ficha Europea de Información Normalizada (FEIN) que 
se incorpora en el anexo I de la ley (art. 10.2), la cual tendrá la condición de oferta 
vinculante para la entidad durante el plazo pactado hasta la firma del contrato 
(artículo 14.1.a LCCI) .  

 En todo caso, la entrega de esta información está condicionada a que el potencial 
prestatario facilite la información necesaria que pueda solicitarle la entidad de crédito 
sobre sus necesidades, situación financiera y preferencias.  

iv.- Esta información precontractual continúa concretándose a lo largo del texto legal. La 
fase anterior prevista en el artículo 10 LCCI es previa a la formación del contrato y la 
misma se concreta todavía más en el artículo 14.2 LCCI cuando impone al 
prestamista la obligación de suministrar al prestatario todo la información que fuera 
necesaria, respondiendo a las consultas que éste pueda hacerle, con ejemplos de 
aplicación de cláusulas financieras en diversos escenarios de coyuntura económica, 
en especial en relación a los tipos de interés. Esta obligación de información a 
discreción y totalmente personalizada, pues se trata de resolver la dudas concretas 
que pueda tener el potencial prestatario, no puede ser renunciada ni dejada de 
prestar por la entidad de crédito, tal como se establece en el artículo 15.9 LCCI.   

b.- Obligaciones especiales de información que se imponen al prestamista. 

Junto con el régimen general de información al que se ha hecho referencia en el apartado 
anterior, la nueva ley incorpora obligaciones adicionales de información a cargo de la 
entidad prestamista en atención a las condiciones ofertadas para el préstamo o el tipo de 
garantía exigida.  

i.- Información en casos de ventas combinadas de préstamos.  El artículo 17.7 LCCI 
autoriza, con los límites fijados en la propia ley, las ventas combinadas de préstamo. 
Por estos, que no se definen en la ley, deben de entenderse aquellas ofertas en las 
que la contratación del préstamo o sus condiciones económicas, se condicionan a la 
contratación de otros productos diferentes ofertados por la entidad de crédito, tales 
como planes de pensiones, adquisición de productos de inversión, etc.  

 En estos caso, junto con la información general a la que se ha hecho referencia en el 
apartado anterior, deberá añadir un plus de información en relación al carácter 
combinado del préstamo ofertado y que abarcará desde la propia naturaleza 

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  A

br
il 

20
19



Página !  de !17 50

combinada de los productos ofertados, 
los beneficios y riesgos con escenarios 
simulados, la parte del coste de cada 
servicio debidamente separada, los 
efectos de la cancelación anticipada 
del préstamo sobre el resto de los 
productos y las diferencias entre la 
oferta combinada y la oferta de los 
productos por separado. Es una 
información específica que pretende 
que el prestatario tenga un pleno 
conocimiento de las ventajas que 
aceptar esta oferta tiene para él y, de 
ahí, la necesidad de la diferenciación 
de los costes de forma conjunta o por 
separado. 

ii.- Información en casos de ventas 
vinculadas de préstamos. El artículo 
17.1 LCCI parte de un principio 
general, derivado del artículo 12.1 de 
la Directiva, de prohibición de las 
ventas vinculadas de préstamos, 
aunque reconoce excepciones a esta 
regla. En todo caso precisará de una 
expresa autorización de la autoridad 
competente a la que se refiere el 
artículo 28 LCCI siempre que el 
prestamista pueda demostrar que los 
productos v incu lados son más 
beneficiosos para el prestatario que el 
resto de los ofertados en el mercado 
(art. 17.1) o bien pueda ser incluido en 
alguna de las excepciones que se 
prevén en los apartados 3 y 4 del 
citado artículo 17.  

 Sí el préstamo vinculado es admisible, 
el artículo 17.5 LCCI impone un deber 
e s p e c í f i c o d e i n f o r m a c i ó n a l 

prestatario, quien deberá de informar 
de manera expresa y comprensible al 
prestatario de que se está contratando 
un producto v incu lado, de los 
beneficios y riesgos de pérdidas y de 
los e fec tos de la cance lac ión 
anticipada del préstamo o de los 
productos vinculados sobre el coste de 
los mismos. Cumple la misma finalidad 
señalada en el apartado anterior en 
relación con la oferta de préstamos 
combinados.  

iii.-Préstamos en monedas extranjeras. 
En el artículo 20 LCCI se regula la 
materia relativa a los préstamos 
inmobiliarios en moneda extranjera. 
Dejando a un lado su contenido, que 
se examinará posteriormente, es 
importante destacar el régimen de 
i n f o r m a c i ó n p o s t c o n t r a c t u a l 
establecido en la ley. Los aspectos 
relativos al tipo de cambio aplicable o 
la divisa extranjera en la que se 
concierte el préstamo forman parte de 
la información precontractual que debe 
facilitarse al prestatario. Ahora bien, a 
lo largo de toda la vida del préstamo, 
el artículo 20.3 impone una obligación 
de información periódica (en los 
términos y plazos que debe de 
establecer el Ministerio de Economía 
en e l desarro l lo reg lamentar io 
correspondiente) sobre el importe 
adeudado, debidamente desglosado el 
incremento que en su caso se ha 
producido, así como el recordatorio del 
derecho del prestatario de conversión 
en una moneda alternativa. 
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 Esta información, ya de por sí imperativa aunque condicionada a los plazos y 
condiciones que se puedan establecer, se convierte en una obligación absoluta y no 
condicionada, de manera que la entidad de crédito debe facilitar la misma siempre 
que el valor del importe adeudado por el prestatario difiera en más del 20 por ciento 
del importe que hubiera correspondido de aplicar el tipo de cambio entre la moneda 
del contrato y el euro (art. 20.4 LCCI). Se trata de advertir al prestatario de un 
incremento elevado de sus propios costes y de poner de manifiesto la posibilidad de 
cambiar, que el artículo 20.1 establece, el tipo inicialmente pactado por una moneda 
alternativa más estable y que evite fluctuaciones de tanta importancia como las 
señaladas en la norma.  

iv.- Información adicional en caso de ejercicio del derecho de reembolso anticipado. El 
artículo 23.2 LCCI impone a la entidad prestataria una obligación de información 
durante la vigencia del contrato relativa a las consecuencias que para el prestatario 
tiene el ejercicio de la opción de reembolso anticipado total o parcial, información que 
deberá de ser facilitada a instancia del propio prestatario y en el plazo de tres días 
desde dicha solicitud, con la finalidad confesada de que éste evalúe las ventajas 
derivadas de dicho reembolso anticipado.  

v.- Información en actividades de asesoramiento inmobiliario. Estamos en un ámbito de 
información precontractual, antes de la celebración del contrato de prestación de 
servicios de asesoramiento. En primer lugar, el artículo 19.2 LCCI impone la 
obligación de informar por escrito sí se están prestando o se pueden prestar estos 
servicios de asesoramiento en una determinada operación, y en caso positivo, en 
segundo lugar, el artículo 19.3 LCCI exige que se facilite información sobre el 
conjunto de productos que se tomarán en consideración y los gastos que se 
facturaran al prestatario por dicho servicio de asesoramiento, con expresión del 
método empleado para su cálculo.  

c.- Información notarial.  

Con la información precontractual prevista en el artículo 10 LCCI, se pretende que el 
potencial prestatario tenga un conocimiento suficiente y ajustado a sus propias 
condiciones personales del contenido del préstamo que va a contratar, en definitiva, que 
tenga los conocimientos suficientes para prestar un consentimiento debidamente 
informado y libre. 
  
Sin embargo, la citada información precontractual prevista en la Directiva, es ampliada 
por el legislador español, al incorporar los artículos 14 y 15 LCCI que pretenden reforzar 
dicha información, mediante la transparencia en la contratación, que será examinada más 
adelante, y mediante la participación de un tercero ajeno al contrato, el notario 
autorizante, que refuerza el nivel de información y le facilita una pátina de imparcialidad y 
objetividad frente a la presumiblemente interesada información procedente de la entidad 
de crédito.  
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En tal sentido, en el artículo 15 LCCI, 
denominado como “comprobación del 
cumplimiento del principio de trasparencia 
material” incorpora un asesoramiento 
notarial previo a la contratación del 
préstamo inmobiliario. El mismo es de 
naturaleza presencial (art. 10.3 LCCI), lo 
que impone la comparecencia del 
prestatario ante el notario en el plazo de 
los diez días anteriores a la firma del 
contrato, establecidos en el artículo 14 
LCCI como plazo mínimo de reflexión 
para recabar y analizar por el prestatario 
toda la información facilitada y como 
máximo el día anterior al de autorización 
de la escritura pública.  

Es una obl igación de naturaleza 
imperativa para el prestatario, pues de no 
comparecer en el plazo señalado así se 
hará constar en el acta levantada por el 
notario y no podrá autorizarse la escritura 
pública de préstamo (art. 15.5 LCCI).  

El alcance de esta información es 
personalizado, pues el notario, además 
d e c o m p r o b a r l a e n t r e g a d e l a 
documentación y los plazos previstos en 
el artículo 14 (art. 15.2.a) deberá de 
incluir en el acta que se levante las 
concretas cuestiones que hayan podido 
ser planteadas por el prestatario (art. 
15.2.b) y tendrá obligación de centrar su 
explicaciones en la Ficha Europea de 
Información Normalizada y en la Ficha de 
Advertencias Estandarizadas (FiAE), con 
referencia expresa a cada una de las 
mismas y sin que sea válida una 
afirmación genérica de información. 
Además, el prestatario estará obligado a 
responder ante el notario a un test en el 
que se concrete la documentación 
entregada y la información facilitada (art. 
15.2.c).  

Como puede verse es un asesoramiento 
notarial, en principio una persona ajena al 
contrato y que ha sido libremente 
designada por el propio prestatario por lo 
que hay que entender que es de su 
confianza, con el que se culmina todo el 
cuadro de información definido en el texto 
lega l . Lóg icamente debe de ser 
desarrollado pues la ley no baja al detalle 
fino como el contenido del asesoramiento 
o el tipo de test a realizar.  

Es una previsión en principio positiva y 
que refuerza la información facilitada. 
Ahora bien, en el artículo 15.6 LCCI se 
establece una previsión que altera en 
cierta manera dicha finalidad informativa y 
transforma la misma en una presunción 
de información que va a limitar mucho las 
posibles alegaciones de error en el 
consentimiento que suelen derivar de la 
defectuosa información prestada por las 
entidades de crédito. En tal sentido, en el 
citado artículo se dice que el acta que se 
levante tras dicha comparecencia (art. 
15.2) se presumirá veraz e íntegra, 
incluyendo una norma de valoración de 
prueba de naturaleza procesal, con 
expresa remisión al artículo 319 LEC, que 
pe rm i te j us t i f i ca r l a p rueba de l 
asesoramiento prestado por el notario y, 
l o q u e e s m á s i m p o r t a n t e , l a 
manifestación de que el prestatario 
comprende y acepta el contenido de los 
documentos de información que le han 
sido facilitados por la entidad de crédito 
de acuerdo con las exigencias del artículo 
14 LCCI. 
  
Ello supone una doble consecuencia. En 
primer lugar que, en contra de la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo que 
h a i n t e r p r e t a d o e l e r r o r e n e l 
consentimiento  en productos bancarios, 
traslada la carga de la prueba de la falta 
de información y de la comprensión de la 
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facilitada al prestatario, liberando de esta 
forma a la entidad de crédito que queda 
exonerada de cualquier otra prueba con 
la entrega de los documentos exigidos y 
la intervención notarial. En segundo lugar, 
y aunque pueda quedar poco margen 
como consecuencia de la intervención 
legal en el contenido de las diferentes 
cláusulas contractuales, se limita la 
posibilidad de alegación de cláusulas 
abusivas, pues el notario ha debido de 
controlar las mismas e informar al 
prestatario, quien ha tenido ocasión de 
pedir explicaciones sobre la validez de 
dichas cláusulas incluidas en la escritura.  

d.- Información que debe facilitar el 
prestatario.  

Finalmente el deber de información es 
completado con una obligación bilateral 
impuesta al propio prestatario, al que se 
le exige una conducta activa que permita 
que la información facil i tada esté 
adaptada a sus necesidades e intereses 
para lo que debe de cumplir una serie de 
a c t u a c i o n e s d u r a n t e l a f a s e 
precontractual anterior a la firma de la 
escritura pública.  

En el artículo 12.1 LCCI se establece que 
los potenciales prestatarios deberán 
facilitar, en el marco temporal que se fije, 
aquella información, proporcionada y 
limitada a lo necesario, que le sea 
solicitada por la entidad de crédito 
prestamista para que esta pueda realizar 
un adecuado estudio de solvencia sobre 
la base de los datos facilitados por el 
propio prestatario y los que pueda 
obtener de las consultas a la central de 
información de riesgos del Banco de 
España o las entidades privadas de 
información crediticia. Es un deber de 
colaboración lógico a los efectos de 
determinar la solvencia del prestatario y 

evitar situaciones como los créditos 
concertados con carácter previo a la crisis 
que tan fácilmente eran concedidos a 
personas que no tenían solvencia 
s u f i c i e n t e e n a t e n c i ó n a s u s 
circunstancias personales.  

No se establece qué tipo de información 
se podrá solicitar, ni tampoco previsión 
alguna sobre el desarrollo reglamentario 
del alcance de esta información, por lo 
que cada entidad de crédito exigirá 
aquella que considere oportuna en 
atención a sus propios criterios de 
análisis de riesgo. El único límite viene 
fijado por la referencia genérica a la 
normativa de protección de datos. El 
efecto de la falta de colaboración del 
prestatario se fija en el artículo 12.3 LCCI 
y no es otro que la imposibilidad de 
conceder el préstamo al no poder 
examinar la solvencia del prestatario por 
s u f a l t a d e c o l a b o r a c i ó n e n e l 
cumplimiento de este deber legal.  

5.- Exigencias de transparencia en la 
contratación de créditos inmobiliarios.   

Uno de los aspectos más importantes en 
la nueva norma es la exigencia de 
transparencia en los contratos incluidos 
dentro de su ámbito objetivo de aplicación 
y que se encuentran recogidos a lo largo 
del texto legal. Como se señala en la 
Exposición de Motivos, se pretende por 
esta vía obtener la implantación 
progresiva de un mercado de crédito 
fiable y homogéneo a nivel europeo, que 
genere un mayor grado de confianza en 
los clientes en la propia profesionalidad y 
responsabilidad de las entidades de 
crédito. Se entiende que una mayor 
transparencia asegura un mayor equilibrio 
en el contrato y genera un mayor nivel de 
protección a las personas físicas que 
obtienen f inanciación. Por el lo la 
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transparencia afecta esencialmente el contenido del contrato y su comercialización, así 
como por el control notarial, previo a la celebración del contrato, de su efectivo 
cumplimiento. 

A.- Obligaciones de transparencia en relación a los contratos.  

En el artículo 7 LCCI se incorpora unas obligaciones precontractuales de transparencia 
en el contenido del contrato que son una exigencia propia del legislador español al no 
estar previstas en la Directiva 2014/17/UE que se traspone parcialmente en esta ley. Con 
estas obligaciones, que recaen sobre la entidad prestamista, se trata de garantizar, al 
igual que con la información precontractual, el acceso del potencial interesado en la 
contratación de un crédito inmobiliario a todos los datos necesarios para poder 
comprender el contrato y su contenido. Dicha obligación se articula en torno a dos 
exigencias básicas:  

Inscripción imperativa en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación de las 
cláusulas contractuales utilizada en los contratos de préstamo inmobiliario que tengan la 
condición de condiciones generales de  contratación (art. 7.1 LCCI) 

Disponibilidad al público en general de dichas condiciones de estos contratos en la 
página web de los prestamistas o en sus establecimientos abiertos al público sí no 
disponen de web propia. En todo caso es una puesta a disposición gratuita para los 
potenciales prestatarios (art. 7.2).  

B.- Cálculo de la Tasa Anual Equivalente. 
  
En el artículo 8 LCCI, que es una trasposición literal del artículo 17 de la Directiva 
2014/17/UE, se determinan los criterios para el cálculo de la Tasa Anual Equivalente 
(TAE), incluyendo la fórmula matemática prevista en el anexo II de la propia Ley 
Reguladora de Contratos de Créditos Inmobiliarios.  

Es una norma de transparencia que permite a quien pueda estar interesado comprobar sí 
la TAE que le fue facilitada era correcta al deber de ajustarse a los criterios fijados en el 
citado artículo 8 en relación con el contenido del anexo II, pero desde un punto de vista 
jurídico entiendo que no tiene mayor interés, más allá de que sí la TAE comunicada al 
prestatario no está correctamente calculada, ello determinaría la nulidad de la misma y la 
necesidad de ajustarla al TAE correcto. Su incidencia en los tribunales será escasa.  

C.- Comercialización de los préstamos hipotecarios.  

Mayor interés presenta el examen del artículo 14 LCCI, relativo a las normas de 
transparencia en la comercialización de créditos inmobiliarios. Como se ha señalado 
anteriormente, esta es una novedad de nuestro legislador en relación con la Directiva 
comunitaria y cuya principal finalidad es la de reforzar el derecho de información del 
prestatario. Se puede entender como un artículo de contenido heterogéneo, pues junto 
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con normas propias de la transparencia contractual, como son las relativas a la 
documentación a entregar al prestatario (art. 14.1), se regulan aspectos más propios del 
contenido contractual, como son los relativos a la distribución de gastos, comisiones o 
índices de referencia (art. 14.3, 4 y 5); o bien se regulan aspectos ajenos como es la 
distribución entre prestamistas en caso de subrogación (art. 14.1.e). 

a.- Documentación que debe entregarse previamente al prestatario.    

El artículo 14.1 determina la obligación del prestamista de entregar al potencial 
prestatario, con una antelación mínima de diez días al momento de la firma del contrato 
los siguientes documentos:  

Ficha Europea de Información Normalizada (FEIN), que se contiene en el anexo I y tiene 
el carácter de oferta vinculante.  

Ficha de Advertencias Estandarizadas (FiAE). La misma no aparece regulada en el texto 
legal ni tampoco se prevé su desarrollo reglamentario por parte del Ministerio de 
Economía. Es una ficha especial que no abarca a todo el contenido del contrato sino sólo 
a las cláusulas o elementos relevantes, fundamentalmente relacionados con la posible 
existencia de cláusulas que han venido siendo consideradas como abusivas por la 
jurisprudencia, no siendo clara su necesidad dado que sobre todas estas materias existen 
previsiones específicas en el contrato que limitan su posible abusividad y, por otro lado, 
dichos aspectos ya son tratados de forma específica en la FEIN.  

La FiAE deberá de contener referencia a los siguientes aspectos:  

Índices oficiales de referencia 
Límites mínimos en el tipo de interés aplicable.  
Vencimiento anticipado y sus consecuencias 
Distribución de gasto.  
Condición de préstamo en moneda extranjera. 
Documento separado en préstamos a interés variable, con referencia a la posible 
evolución de las cuotas en distintos escenarios de evolución de los tipos de 
interés.  
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Copia del proyecto del contrato, con desglose de los gastos asociados a la firma 
del contrato, lo que se completa con la previsión del artículo 14.6 LCCI en relación 
con el artículo 7, sobre la puesta a disposición de los prestatarios de los 
formularios con las condiciones generales.  

Información veraz y clara sobre los gastos que corresponden al prestamista y al 
prestatario, incluyendo una distribución de tales gastos imperativa.  

Condiciones de las garantías de los seguros de amortización y daños que se 
exijan para la constitución del préstamo. 

Advertencia escrita de la obligación del prestatario de recibir asesoramiento 
gratuito y personalizado del notario y el derecho del mismo a elegir al fedatario 
que autorice la escritura.  

b.- Efectos de la falta de entrega de dicha documentación. 

Toda esta documentación deberá de ser entregada por escrito o en formato duradero y el 
prestatario deberá firmar un documento en el que declare haber recibido la misma y que le 
ha sido explicado su contenido por la entidad de crédito.  

Copia de esta documentación y la manifestación firmada por el prestatario serán remitidas 
por la prestamista al notario elegido por el prestatario. La ley fija, además, las exigencias 
mínimas del sistema de comunicación empleado con el notario, que permita a éste una 
comprobación fehaciente de la fecha de puesta a disposición del propio notario. El efecto 
principal viene establecido en el artículo 15.5 LCCI, de manera que el fedatario expresará 
esta circunstancia en el acta que debe levantar previamente a la escritura pública  y no 
podrá autorizarse la misma. 
  
D.- Comprobación del cumplimiento del principio de transparencia material.  

El legislador español no se ha limitado a exigir la necesaria transparencia en la 
contratación de préstamos inmobiliarios, sino que además ha impuesto una comprobación 
externa y objetiva al principio de transparencia material regulado en el artículo 14 LCCI. 
Ello se desarrolla en el artículo 15 del texto legal, novedad en nuestra norma en relación a 
la Directiva comunitaria.  

El notario designado por el prestatario deberá de realizar dicha comprobación y redactará 
un acta previa a la formalización del contrato en la que hará constar:  

El cumplimiento de los plazos legalmente previstos de puesta a disposición del 
prestatario de la documentación exigida en el artículo 14.1 LCCI.  
Verificará la documentación entregada y puesta a su disposición por la entidad de 
crédito. 
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El alcance del asesoramiento 
personalizado ofrecido por el 
notario al prestatario, en especial 
en relación a las FEIN y la FiAE, 
con referencia expresa a cada 
una de ellas.  

La realización por el notario de 
un test sobre la documentación 
entregada y su comprensión por 
parte del prestatario.  

Esta acta notarial es de obligada 
realización previamente al contrato, de 
manera que sí no se acredita el 
cumplimiento, en tiempo y forma, por la 
prestamista de sus obligaciones del 
artículo 14.1, o no compareciese el 
prestatario en la notaria para recibir este 
asesoramiento, así se hará constar en el 
acta y no podrá autorizarse la escritura 
pública (art. 14.5). Como ya se ha 
señalado, su contenido se presume veraz 
e íntegro, haciendo prueba de la 
recepción de la información, del 
asesoramiento y de la comprensión por el 
prestatar io de l contenido de los 
documentos entregados. Igualmente su 
emisión no tendrá coste arancelario 
alguno para el prestatario  (art. 15.8).  

Finalmente, es obligatorio incluir una 
reseña identificativa de dicha acta en la 
escritura pública de préstamo (art. 14.7 
LCCI) y deberá también hacerse constar, 
bajo la responsabilidad del notario, que el 
prestatario ha recibido en plazo la 
documentación y el asesoramiento 
previsto legalmente. La ausencia de esta 
reseña no sólo impide el otorgamiento de 
la escritura por parte del notario, sino que 
tampoco se procederá a la inscripción en 
el Registro de la Propiedad de dicha 

escritura si finalmente se otorgase, tal 
como se señala en el artículo 22.2 LCCI.  

Como puede apreciarse se trata de un 
acta con un fuerte contenido formal y 
efectos fundamentalmente probatorios 
con la que se culmina todo el proceso de  
información y transparencia, fijado en la 
ley, con el control externo notarial y la 
finalidad de garantizar un efectivo 
conocimiento para la persona física 
prestataria dentro del ámbito objetivo de 
la ley.  

6.- Contenido imperativo del contrato. 

Como ya se ha señalado al examinar los 
principios generales de protección a los 
prestatarios previstos en la Ley 5/19, la 
misma parte de una declaración general 
d e l c a r á c t e r i m p e r a t i v o d e s u s 
previs iones, excluyéndolas de la 
autonomía de la voluntad. Así se 
establece en el párrafo primero del 
artículo 3 LCCI. Esta imperatividad se 
concreta, a los efectos del presente 
trabajo en el carácter  marcadamente 
intervencionista en el contenido del 
contrato, lo que implica la necesidad de ir 
examinando aquellas previsiones que, a 
lo largo de todo el capítulo II van fijando 
el contenido del contrato hasta convertir 
los préstamos hipotecarios que se 
integran en su ámbito objetivo en un 
contrato normado y con escaso margen 
para la autonomía de la voluntad que 
desaparece totalmente en aquellos 
aspectos que más jurisprudencia se han 
generado en los años anteriores, como 
los relativos a la distribución de gastos, 
vencimiento anticipado, cláusulas suelo o 
intereses de demora. En este tipo de 
contratos prevalece el texto de la ley 
sobre la voluntad negocial de las partes 
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que queda limitada y constreñida solo a 
a q u e l l o s a s p e c t o s e n l o s q u e 
expresamente la ley abra tal posibilidad de 
negociación, como por ejemplo, la 
posibilidad de pactar la dación en pago 
(art. 9) o la fijación de una comisión de 
apertura (art. 14.4).  

El principal efecto de este contenido 
i m p e r a t i v o e n e l c o n t r a t o e s l a 
imposibilidad de aplicar el control derivado 
de la Directiva 93/13, dado que su artículo 
1.2 excluye del control de abusividad todas 
aque l las c láusu las que sean una 
trascripción de una norma legal imperativa. 
Así lo ha recordado reiteradamente el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea y 
nuestros tribunales. El posible control de 
cláusulas abusivas, que sigue vigente dado 
que no se ha derogado la causa de 
oposición del artículo 695.1.4 LEC, por 
parte del juez, de oficio o a instancia de 
parte, queda muy limitado para todas las 
hipotecas que se vayan concertando a 
partir de la entrada en vigor de la ley que 
comentamos. A cambio, desde un punto de 
vista positivo, esta imperatividad permite 
eludir la discusión sobre la validez o 
abusividad de la cláusula, pues si las 
entidades prestamistas no se ajustan a las 
previsiones legales, tales cláusulas serán 
nulas de pleno derecho por ser contrarias a 
una norma imperativa, por aplicación del 
artículo 6.3 CC al que se remite el segundo 
párrafo del artículo 3 LCCI.  

Sin seguir el orden del texto de la ley, 
procede sistematizar estas normas 
imperativas en los siguientes términos:  

A.- Forma del contrato.  

En el artículo 22.1 LCCI se establece una 
previsión que no es desconocida en 
nuestro Derecho, de manera que se exige 
siempre forma escrita (o soporte duradero) 

para este tipo de contratos y, más en 
concreto, cuando el préstamo esté 
garantizado con hipoteca constituida sobre 
un inmueble de uso residencial situado en 
terr i tor io nacional, siempre deberá 
formalizarse en escritura pública. Este es 
un requisito de forma que ya se empleaba 
antes de la ley, propio de nuestro Derecho 
y que enlaza con la necesidad de escritura 
pública para poder inscribir la hipoteca en 
el Registro de la Propiedad.  

La novedad radica en el último inciso de 
dicho apartado 1, cuando se señala que en 
estos contratos, en documento privado o 
en escritura pública, se harán constar, 
además de los elementos esenciales del 
contrato, los datos y los elementos que se 
determinen por el Gobierno mediante Real 
Decreto. Por tanto, pendiente del desarrollo 
reglamentario de esta previsión, lo cierto es 
que el Gobierno puede establecer un 
contrato marco de préstamo inmobiliario 
para inmueble de uso residencial al contar 
con pleno apoyo legal, pues lo señalado en 
el artículo 22.1 se completa con lo previsto 
en la Disposición Final 15ª LCCI.  

Así, en el apartado a) de la DF 15ª autoriza 
al Gobierno para el desarrollo por Real 
Decreto, entre otros aspectos, y en 
particular, a fijar las cláusulas que los 
contratos de préstamo habrán de tratar o 
de prever de forma expresa. Ello supone la 
fijación de un contenido mínimo imperativo 
que deberá de ser cumplido en cualquier 
contrato sometido al ámbito objetivo de 
esta ley. De hecho, en el apartado d) DF 
15ª se autoriza, incluso al establecimiento 
de un modelo de contrato de préstamo con 
garantía hipotecaria, aunque destaca que 
su uso será voluntario para las partes. Esto 
supone que el Gobierno podrá imponer el 
contenido de aquellas cláusulas que 
considere necesarias y ofertar el uso 
voluntario de un modelo de contrato.   
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B.- Distribución de gastos.  

Una de las materias que más litigiosidad se está dando en este momento en nuestro 
país es la relativa a las cláusulas de gastos integradas en los contratos de préstamos 
hipotecarios anteriormente concertados, hasta el punto de haber dado lugar a la 
creación de juzgados especializados en esta materia que están soportando una 
avalancha de reclamaciones. La jurisprudencia ha ido fijando criterios y recientemente 
el Tribunal Supremo ha dictado una serie de importantes sentencias en la que fijan los 
criterios de interpretación, no tanto sobre la validez de estas cláusulas contractuales, 
de cuya nulidad no hay duda ni discusión, sino del régimen de distribución de dichos 
gastos entre prestatario y prestamista. Y ello es lo que resuelve la Ley 5/2019 al fijar 
una serie de criterios sobre el abono de tales gastos que tienen el mismo carácter 
imperativo. El legislador español, en una norma que nada tiene que ver con la 
Directiva, ha fijado una distribución legal de los gastos derivados de un préstamo 
inmobiliario, que debe poner fin a futuras reclamaciones al clarificar la materia. 
Además, hay que añadir que la solución alcanzada en el texto legal es autónoma con 
respecto a lo establecido por el Tribunal Supremo, apartándose de los criterios fijados 
por el mismo en algunos de los gastos que se regulan.  

Con escasa sistemática, la regulación de los gastos se incluye en el artículo 14 LCCI 
relativo a las normas de transparencia en los contratos de préstamos inmobiliarios. En 
el citado artículo, ya examinado anteriormente, se regula el contenido de la 
documentación precontractual que debe entregarse a los potenciales prestatarios, 
incluida la información sobre los gastos derivados del préstamo hipotecario. Pero 
incluye una distribución de gastos que quizás debería de haber tenido una regulación 
propia, como el vencimiento anticipado o los intereses de demora, y que distorsiona, 
en cierto sentido, el contenido del artículo al incluir entre las reglas de transparencia 
una regulación concreta de los contratos en materia de gastos. En todo caso, son los 
criterios que deben fijarse y que constituyen la base de la distribución de los gastos.  
El artículo 14.1.g) LCCI señala que “Los siguientes gastos se distribuirán del siguiente 
modo: 

i. Los gastos de tasación del inmueble corresponderán a prestatario y los de gestoría al 
prestamista. 

ii. El prestamista asumirá el coste de los aranceles notariales de la escritura de 
préstamo hipotecario y los de las copias los asumirá quien las solicite. 

iii Los gastos de inscripción de las garantías en el registro de la propiedad 
corresponderán al prestamista. 

iv. El pago del impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados se realizará de conformidad con lo establecido en la normativa tributaria 
aplicable”.  
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Por tanto la ley impone como obligación 
a cargo del prestamista el pago de los 
siguientes gastos: a) gestoría; b) 
aranceles notariales de la escritura de 
préstamo  hipotecario y de las copias 
que pueda solicitar; c) inscripción en el 
Registro de la Propiedad de las 
garantías; y d) el pago del impuesto de 
actos jurídicos documentados, de 
acuerdo con la vigente normativa fiscal 
en relación a este impuesto tras la 
reforma del ar t ícu lo 29 del RD 
Legislativo 1/1993 llevada a cabo por el 
RD Ley 17/18, de 8 de noviembre.  

Por su parte el prestatario estará 
obligado al pago de los siguientes 
gastos: a) tasación del inmueble; b) 
aranceles notariales de las copias de las 
escrituras del préstamo que solicite.  

Como puede apreciarse el régimen de 
gastos queda en una posición más 
favorab le a l p res ta ta r io que la 
establecida por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo que tendía a una 
distribución por mitad de tales gastos 
entre prestatario y prestamista e 
imponía al prestatario el pago íntegro 
del impuesto de actos jur ídicos 
documentados tras las polémicas 

sentencias de la Sala 3ª del Tribunal 
Supremo.  

C.- Comisiones.  

Con re lac ión a l as m ismas se 
establecen en el texto legal dos 
previsiones que deben ser analizadas. 
En primer lugar, en el artículo 14.3 LCCI 
se establece un principio general en 
relación a las mismas que permite 
considerar la desaparición de algunas 
de las comisiones más discutidas. En tal 
sentido, se fija un doble criterio para su 
inclusión en el contrato, partiendo del 
hecho de que es posible pactar 
comisiones, pero las mismas deben de 
cumplir una doble exigencia para poder 
ser reclamada al prestatario: a) que el 
servicio haya sido solicitado por el 
prestatario y b) que la comisión 
corresponda a un servicio efectivamente 
prestado o a un gasto que pueda 
acreditarse por el prestamista. Por ello, 
no es pos ib le inc lu i r en t re las 
comisiones aquellas que se venían 
imponiendo por la entidad de crédito, 
ta les como las comis iones por 
descubierto o estudio. De hecho los dos 
requisitos citados tienen un carácter 
jerárquico, de tal manera que la 
exigencia principal es que el servicio 
haya sido solicitado por el prestatario, y 
sólo cuando se haya producido tal 
solicitud es posible reclamar una 
comisión, siempre que haya sido 
efectivamente ejecutado por la entidad 
de crédito.  

Por lo que respecta a la comisión de 
apertura, la misma se configura como 
uno de los escasos elementos que 
pueden ser pactados entre las partes, al 
autorizarse dicho acuerdo en el artículo 
14.4 LCCI.  Por tanto, como primer 
elemento para su exigencia, es preciso 
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el acuerdo entre ambas partes. Pero la ley no deja libertad de pacto absoluta, sino 
que impone una serie de límites, de manera que dicha comisión de apertura: a) solo 
se devengará por una vez y b) englobará todos los gastos de estudio, tramitación o 
concesión del préstamo, incluyendo la comisión por cambio de moneda en préstamos 
en moneda extranjera. Lo que queda abierto al pacto es, por un lado la propia fijación 
de la comisión de apertura, que no es obligatoria en caso alguno, y en segundo lugar 
el criterio económico de aplicación de esta comisión, de manera que podrá ser un 
porcentaje sobre el capital prestado, una cantidad fija o cualquier otro sistema mixto 
que pueda ser pactado. Lo que no se exige en la ley es la necesidad de que la 
entidad de crédito tenga que justificar qué tipo de gastos ha incluido dentro de esta 
comisión de apertura.  

Igualmente, en el artículo 23 LCCI, se permite que se pacte una comisión por 
reembolso anticipado en atención al tipo de interés (fijo o variable), el periodo de 
duración del contrato transcurrido cuando se lleva a cabo el reembolso, o la novación 
o subrogación en el préstamo. Se examinará con mayor detalle cuando se examine la 
regulación del reembolso anticipado.  

D.- Contratación de seguros y ventas vinculadas.  

Otro de los aspectos más discutidos ha sido la obligación que se imponía por parte de 
la entidad de crédito de contratar diversos seguros ofertados por el propio prestamista 
y que normalmente se vinculaban al tipo de interés aplicado al inicio de la contratación 
o durante la vigencia en préstamos a interés variable. Esta cuestión también es 
abordada por la nueva ley. No tiene una regulación unitaria, sino que se va 
desarrollando a lo largo de todo el articulado de la ley.  

En primer lugar, los seguros a los que se hace referencia en la ley 5/2019 son 
básicamente el seguro de amortización del préstamo y el seguro de daños del 
inmueble, con remisión genérica al resto de los seguros previstos en la normativa del  
mercado hipotecario. Así se indica en el artículo 14.1.f) LCCI cuando exige la entrega 
al prestatario de las condiciones que la entidad de crédito exige para las garantías del 
seguro que se puede contratar, en reiteración de la exigencia general de información 
establecida en el apartado m) del artículo 9 LCCI.  

En segundo lugar, la contratación de seguros se pone en relación en el texto legal con 
las denominadas prácticas de venta vinculadas, a las que anteriormente ya se ha 
hecho referencia. En principio las mismas están prohibidas (art. 17.1 LCCI), aunque 
se admiten excepciones y entre ellas singularmente las relativas a la suscripción de 
seguros a la que se refiere el artículo 17.3 LCCI. No estamos ante un acuerdo entre 
prestatario y prestamista, sino ante una exigencia de la entidad de crédito que puede 
imponer la contratación de un seguro en garantía del cumplimiento de las 
obligaciones del contrato de préstamo (seguro de amortización) y un seguro de daños 
respecto del inmueble objeto de hipoteca (seguro de hogar con beneficiario el 
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prestamista) junto con los legalmente 
exigidos en la normativa hipotecaria.  

No obstante este carácter, lo que la ley 
no autoriza es a la contratación 
imperativa de aquellos seguros que le 
sean ofertados por el prestamista. Es 
obligatorio contratar estos seguros, pero 
el prestatario tiene la opción de elegir 
entre los que puedan ser ofertados por la 
entidad de crédito, que deberán de 
cumplir las exigencias del artículo 17.1.2º 
LCCI, o bien por, cumpliendo las 
condiciones fijadas por la entidad de 
crédito, elegir pólizas alternativas de 
todos aquellos proveedores que ofrezcan 
unas condic iones y un n ive l de 
prestaciones equivalentes a la que aquel 
h u b i e r a p r o p u e s t o , t a n t o e n l a 
suscripción inicial como en cada una de 
las renovaciones (art. 17.3). 

En relación a estas pólizas alternativas, 
las mismas deberán de ser aceptadas 
por la entidad de créditos si cumplen las 
condiciones comunicadas al prestatario 
sobre los seguros que deben de 
suscribirse, añadiendo dos previsiones la 
norma, pues no se posible cobrar 
comisión o gasto alguno por el análisis 
de las pólizas alternativas que se 
presente por el prestatar io y su 
aceptación no podrá suponer un 
empeoramiento de las condiciones de 
cualquier naturaleza de préstamo. Por 
tanto, la constitución de los seguros es 
una obligación que debe de cumplir el 
prestatario sí así se lo exige la entidad de 
crédito pero el concreto seguro que se 
contrate para cumplir tales exigencias es 
de libre elección por el prestatario.  

F inalmente, existe una previs ión 
específica en relación al seguro de 
amortización en el artículo 23.3 LCCI, en 

los casos de reembolso anticipado del 
préstamo, al prever en este caso la 
extinción de este seguro del que es 
beneficiario el prestamista, salvo que el 
prestatario manifieste de forma expresa a 
la aseguradora su voluntad de que el 
contrato mantenga su vigencia, de forma 
que sí se extingue tendrá derecho el 
p r e s t a t a r i o a l e x t o r n o , p o r l a 
aseguradora, de la parte de prima no 
consumida. A mi entender, esta previsión 
legal no opera en todos los casos de 
reembolso anticipado, sino sólo en 
aquellos casos en los que se produce el 
reembolso total del préstamo y no 
cuando se trata de un reembolso parcial 
del mismo, pues en este supuesto el 
préstamo sigue vivo y debe de quedar 
igualmente garantizado el resto del 
capital prestado, sin perjuicio de que sea 
posible una reducción de la prima anual 
de dicho contrato en atención al nuevo 
importe de la deuda.  

E. Intereses.   
   
L a o f e r t a d e l t i p o d e i n t e r é s 
remuneratorio del contrato es libre y no 
existe limitación alguna en la ley 5/2019, 
por lo que será uno de los aspectos 
negociados en la contratación de 
préstamos hipotecarios cubiertos por 
esta ley. Lo único que se impone a la 
entidad de crédito es la necesidad de 
facilitar al potencial prestatario una 
información exacta, clara y comprensible 
sobre el tipo de interés aplicado (fijo o 
variable) y el porcentaje del mismo, datos 
que se incorporan dentro de la FEIN 
(anexo I de la ley), todo ello junto con 
ejemplos representativos de una posible 
evolución de los tipos de interés en el 
caso de intereses variables.  
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No obstante lo anterior, la ley establece una serie de previsiones que afectan a los 
intereses:  

Invariabilidad del tipo de interés.  Así se establece en el artículo 21.1 LCCI, el cual 
impone la imposibilidad de variación del tipo de interés en perjuicio del prestatario 
durante la vigencia del contrato, salvo acuerdo formalizado por escrito entre las 
partes. En todo caso, dicho acuerdo debe de ajustarse a un índice de referencia 
objetivo.  

Condiciones de los índices de referencia objetivos empleados en los préstamos 
hipotecarios. Ante las dudas surgidas por el empleo de ciertos índices como el IRPH, 
la ley corta de raíz dicha polémica al imponer en los casos de intereses variables, el 
empleo de índices de referencia que deben de cumplir las exigencias previstas en el 
artículo 14.2 LCCI: a) claro, objetivo y verificable; b) calculado a precio de mercado 
sin posibilidad de influencia del prestamista por sí sólo o en prácticas comunes con 
otros prestamistas; y c) que su cálculo se lleve a cabo a través de procedimientos 
matemáticos objetivos.  

Prohibición de las cláusulas suelo. En el artículo 21.3 LCCI se señala expresamente, 
y con carácter imperativo, que en las operaciones con tipo de interés variable no se 
podrá fijar un límite a la baja del tipo de interés, lo que supone una expresa 
prohibición de las cláusulas suelo, sin perjuicio de que serían admisibles cláusulas 
techo en este mismo tipo de contratos al operar las mismas en beneficio del 
prestatario.  

Prohibición de remuneración bancaria en los intereses variables. El artículo 21.4 
LCCI establece que el interés remuneratorio en estas operaciones no podrá ser 
negativo, lo que implica que en un escenario de evolución a la baja de los tipos de 
interés según el índice de referencia aplicado, si el interés aplicable no fuese 
positivo, el préstamo no tendrá interés remuneratorio alguno (equivaldría al 0 %) pero 
el prestatario no percibiría la diferencia a su favor que resultaría de un índice 
negativo para la entidad de crédito.  

Limitación de los intereses de demora. El artículo 25 LCCI regula el régimen de los 
intereses de demora, fijando imperativamente su contenido (art. 25.2 LCCI) que, por 
ello, queda fuera de la negociación previa al contrato, de forma que éste debe de fijar 
este interés de demora legal. En este punto la ley sigue el criterio fijado por el 
Tribunal Supremo de fijar un incremento de puntos sobre el interés remuneratorio 
vigente en el momento en el que se produce la demora por parte del prestatario, si 
bien lo incrementa ligeramente. Dicho interés será el interés remuneratorio 
incrementado en tres puntos porcentuales a lo largo del periodo en el que aquel 
resulte exigible. Ello implica que se aplica este interés en atención al remuneratorio 
vigente cuando se produce la mora del deudor, pudiendo variar el mismo a lo largo 
de toda la vida del préstamo siguiendo las variaciones del tipo de interés ordinario. 
En caso de vencimiento anticipado, el interés de demora será aquel que incremente 
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tres puntos el interés vigente a la 
fecha en la que se declaró vencido el 
préstamo para el principal vencido a 
partir de dicho momento.  
Prohibición del anatocismo. El artículo 
25.1 LCCI establece una expresa 
prohibición de anatocismo en este tipo 
de contratos al señalar que el interés 
de demora sólo podrá devengarse 
sobre el principal vencido y pendiente 
de pago y no podrán ser capitalizados 
en ningún caso, salvo en el supuesto 
previsto en el artículo 579.2.a) de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil. 

F.- Vencimiento anticipado.  
  
El mismo aparece regulado en el 
artículo 24 LCCI. Al igual que ocurre con 
los intereses de demora, es una norma 
imperativa que no admite pacto en 
contrario (art. 24.2 LCCI).  

Tras fijar los contratos a los que resulta 
aplicable en el artículo 24.1, y que no 
son nada más que un resumen de lo 
previsto en el artículo 2 LCCI en relación 
al ámbito objetivo de aplicación de esta 
ley, autoriza la pérdida del plazo para el 
prestatario y el vencimiento anticipado 
del préstamo siempre que concurran, 
conjuntamente, tres requisitos. El texto 
legal deja claro que estas condiciones 
deben de concurrir siempre, de manera 
que la ausencia de una de ellas 
impedirá considerar como válido el 
vencimiento anticipado declarado por la 
entidad de crédito. Tales requisitos son:  

a.- Que el prestatario se encuentre en 
mora en el pago de una parte del capital 
del préstamo o de los intereses.  

Es un criterio general propio de la mora, 
y la referencia a los intereses debe de 
entenderse en relación a los contratos 

de préstamos en los que existe un 
periodo de carencia sin amortización de 
capital.  

b.- Que la cuantía de las cuotas 
vencidas y no satisfechas equivalgan al 
menos: 

i.Al tres por ciento de la cuantía del 
capital concedido, si la mora se 
produjera dentro de la primera mitad de 
l a d u r a c i ó n d e l p r é s t a m o . S e 
considerará cumplido este requisito 
cuando las cuotas vencidas y no 
satisfechas equivalgan al impago de 
doce plazos mensuales o un número de 
cuotas tal que suponga que el deudor ha 
incumplido su obligación por un plazo al 
menos equivalente a doce meses. 

ii. Al siete por ciento de la cuantía del 
capital concedido, si la mora se 
produjera dentro de la segunda mitad de 
l a d u r a c i ó n d e l p r é s t a m o . S e 
considerará cumplido este requisito 
cuando las cuotas vencidas y no 
satisfechas equivalgan al impago de 
quince plazos mensuales o un número 
de cuotas tal que suponga que el deudor 
ha incumplido su obligación por un plazo 
al menos equivalente a quince meses. 
  
El legislador ha optado por un criterio 
conocido en el derecho comparado que 
más que acudir a criterios subjetivos, 
como ocurre en el artículo 1124 CC en 
relación a la valoración de la gravedad 
del incumplimiento como causa de 
resolución del contrato, se basa en 
criterios objetivos derivados de un 
incumpl imiento re i terado de las 
obligaciones de pago que puedan dar 
lugar a considerar una imposibilidad del 
deudor a cumplir con sus obligaciones, 
fijando un porcentaje en función del 
tiempo de duración del contrato o su 
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equivalente en un número de cuotas 
suficientemente amplio como para 
justificar la pérdida del plazo. 

El criterio principal de aplicación es el 
relat ivo al porcentaje de capital 
concedido (el 3 o el 7 %, según primera 
o segunda mitad de la duración del 
contrato), de forma que cuando se llegue 
a u n i m p a g o q u e c u b r a e s t o s 
p o r c e n t a j e s p o d r á a c u d i r s e a l 
v e n c i m i e n t o a n t i c i p a d o c o n 
independencia del número de cuotas 
que hayan resultado impagadas por el 
deudor.  

El segundo criterio, el relativo al impago 
de doce o quince plazos mensuales 
(según se esté en la primera o segunda 
parte de la duración del contrato 
respectivamente) es subsidiario del 
anterior, aunque es fácil entender, sobre 
todo el préstamos de larga duración 
temporal, que será el criterio que 
prevalecerá en la mayor parte de las 
ocasiones, de manera que la excepción 
se convertirá en regla general. La 
concurrencia de este número de cuotas 
impagadas permite el vencimiento 
anticipado y ello con independencia del 
porcentaje que las mismas supongan 
sobre el capital concedido. 

Por último, debe señalarse que el capital 
sobre el que debe real izarse la 
comparac ión a l os e fec tos de l 
vencimiento anticipado es el capital total 
concedido en el préstamo y no el capital 
que pudiese estar pendiente de abono 
en el momento en el que se produce el 
primer incumplimiento o se declara el 
vencimiento anticipado.  

Esta regulación del vencimiento del 
contrato se completa con lo previsto en 
la Disposición Final 5ª de la Ley 5/2019 
que modifica la redacción del artículo 

693.2 LEC para adaptarla a lo previsto 
en esta Ley.  

c.- Que el prestamista haya requerido el 
pago al prestatario concediéndole un 
plazo de al menos un mes para su 
cumplimiento y advirtiéndole de que, de 
no ser atendido, reclamará el reembolso 
total adeudado del préstamo. 

Se trata de una reclamación extrajudicial 
previa obl igatoria que no puede 
confundirse con la exigencia de 
not i f icación del saldo deudor al 
ejecutado previsto en el artículo 685.2 
LEC, en sede de ejecución hipotecaria, 
en relación con el artículo 573.3 LEC al 
que expresamente se remite. En este 
caso estamos ante una exigencia de 
naturaleza procesal que además se 
suple, en la ejecución hipotecaria, por el 
requerimiento judicial de pago previsto 
en el artículo 686.1 LEC y que se 
consti tuye como un requisito de 
admisibilidad de la demanda ejecutiva. 
Por el contrario, lo previsto en el artículo 
24 LCCI es un requerimiento para 
comunicar al prestatario el vencimiento 
anticipado declarado por la entidad de 
crédito y, por ello, no necesariamente 
anudado a una futura demanda de 
ejecución hipotecaria.  
G.- Reembolso anticipado.  

El último aspecto que comentaremos en 
relación al contenido del contrato es la 
regulación que se establece en el 
artículo 23 LCCI sobre el reembolso 
anticipado. Parte del contenido del 
artículo es trasposición parcial del 
artículo 25 de la Directiva 2014/17/UE, al 
q u e s e i n t r o d u c e n a l g u n a s 
modificaciones por parte del legislador 
español.  

Lo primero que es preciso destacar es 
que estamos ante un derecho del 
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prestatario fijado legalmente y que, por ello, no forma parte del contenido pactado del 
contrato de préstamo sino del contenido normado o imperativo del mismo, de manera 
que no será válida ninguna cláusula que eliminase esta posibilidad de reembolso 
anticipado, la condicionase en cualquier sentido o fijase unas comisiones diferentes de 
las previstas en el citado artículo 23 LCCI.  

Como tal derecho podrá ser o no ejercitado por el prestatario, reconociéndose la 
posibilidad de un reembolso total o parcial del capital adeudado en el momento en el 
que ejercite dicha opción (art. 23.1), si bien se imponen unas condiciones previas a su 
ejercicio:  

En primer lugar, el prestatario deberá de comunicar al prestamista previamente 
al reembolso su voluntad de anticipar el pago total o parcial de préstamo, con 
un plazo máximo de un mes anterior al reembolso.  

En segundo lugar, el prestamista, en un plazo máximo de tres días después de 
la comunicación estará obligado a facilitar al prestatario, en soporte duradero, 
la información necesaria para evaluar esta opción, cuantificando las 
consecuencias económicas que para el prestatario tendrá la anticipación en el 
pago de sus obligaciones.  

Ejercitada dicha opción y facilitada esta información, el prestatario podrá efectuar el 
pago anticipado, para el que no existe ninguna posibilidad de rechazo por parte de la 
entidad de crédito. Entiendo que esta no podrá incluir entre sus cláusulas limitaciones 
del tipo de pago anticipado de un porcentaje mínimo del capital adeudado, pues la ley 
no establece distinción alguna en este aspecto y no cabe la limitación de este derecho 
por vía contractual. Dicho pago supondrá, conforme señala el artículo 25.3 LCCI, la 
reducción de: a) los intereses; b) los costes correspondientes al plazo que quedare por 
cumplir hasta su extinción; y c) la extinción del seguro de amortización, con derecho al 
extorno de la parte de la prima no consumida.  

Lo más importante de este artículo, pues el reembolso o cancelación anticipada del 
préstamo era una cláusula habitual en los préstamos en nuestro Derecho, aparte de la 
imperatividad de este artículo 23 LCCI, es la fijación de un criterio claro sobre las 
comisiones derivadas del uso por parte del prestatario de este derecho. Es de destacar 
que, conforme se deduce de la lectura de dicho artículo, la fijación de esta comisión no 
viene impuesta por la ley sino que forma parte del contenido pactado del contrato, por 
lo que sólo se dará en los casos en los que así se pacte expresamente por las partes.  

La regla general en materia de comisiones se establece en el artículo 23.4 LCCI 
cuando señala que “El prestamista no podrá cobrar compensación o comisión por 
reembolso o amortización anticipada total o parcial en los préstamos en supuestos 
distintos de los previstos en los tres apartados siguientes”. Por tanto las conocidas 
comisiones por cancelación anticipada ya no pueden ser incluidas en el contrato, salvo 
en aquellos concretos y limitados casos previstos en el propio artículo 23 LCCI. Para 
ello la ley establece un régimen diferente en relación al tipo interés fijado en el 
préstamo hipotecario.  
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 a.- En los casos de préstamos a interés variable (art. 23.5), se puede pactar una 
comisión a favor del prestamista en dos supuestos excluyentes entre sí:  

 -  durante los cinco primeros años, que se corresponderá con la pérdida financiera 
que pudiera sufrir el prestamista de acuerdo con lo previsto en el artículo 23.8 LCCI, con 
el límite del 0.15 % del capital reembolsado anticipadamente.  

 - durante los tres primeros años, en el equivalente a la pérdida financiera, con el 
límite del 0,25 %  del capital reembolsado anticipadamente.  

 b.- En los casos de novación o subrogación de un tercero en los derechos del 
acreedor, siempre que suponga el pase de un interés variable a otro fijo, de nuevo 
distingue la ley entre:  

 - Durante los tres primeros años de duración del contrato, una comisión por el 
importe de la pérdida financiera con el límite del 0,15 % del capital reembolsado 
anticipadamente.  

 - Transcurridos los tres primeros años no se podrá exigir compensación alguna.  

 c.- En los contratos de préstamo a tipo fijo, en el artículo 23.7 LCCI, se puede 
pactar una comisión a favor del prestamista con los siguientes límites:  

 - Durante los 10 primeros años de vigencia del contrato o desde que resulte 
aplicable el tipo fijo, por el importe de la pérdida financiera con el límite del 2 % del capital 
reembolsado anticipadamente.  

 - Desde el año décimo primero hasta el final de la vida del préstamo, la comisión 
tendrá por límite la pérdida financiera con el límite del 1,5 % del capital reembolsado 
anticipadamente.  

H.- Prestamos en moneda extranjera. 
  
El último aspecto del texto articulado que examinaremos es el relativo al régimen de los 
préstamos en moneda extranjera establecido en el artículo 20 LCCI, en el que se traspone 
el artículo 23 de la Directiva 2014/17/UE. Parte del contenido de este artículo ha sido 
examinado en relación al derecho de información del prestatario, por lo que nos 
centraremos en la idea central del derecho de conversión a favor de los prestatarios 
personas físicas.  

Como ya se ha señalado, el artículo 20.1 LCCI reconoce al prestatario un derecho a 
convertir el préstamo concertado en moneda extranjera en una moneda alternativa. Lo 
primero que es preciso examinar es el alcance subjetivo de este derecho, pues la ley no 
soluciona una duda interpretativa derivada de la ampliación de toda persona física, sea o 
no consumidor, del ámbito de aplicación de esta ley en relación con la trasposición de la 
norma comunitaria. Así, el artículo 20.1 reconoce el derecho de todo prestatario a 
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convertir el préstamo en una moneda 
alternativa, pero el artículo 20.2 LCCI 
concede a los prestatarios que no 
tengan la condición de consumidores la 
posibilidad de pactar un sistema de 
limitación del riesgo del riesgo del tipo 
de cambio, no reconociéndoles este 
derecho. Ello genera la duda de sí los 
prestatarios personas físicas que no 
tengan la condición de consumidores 
conforme a la normativa de consumo 
tienen este derecho de conversión o no, 
duda que se acrecienta por el hecho de 
que esta previsión del artículo 20.2 LCCI 
es propia del legislador español y no 
aparecía en la Directiva comunitaria.  

En mi opinión, debe prevalecer la idea 
central de toda la ley, esto es su 
aplicación a cualquier persona física que 
solicite un préstamo hipotecario para la 
adquisición de un bien inmueble de 
naturaleza residencial, sin necesidad de 
distinguir si es consumidor o  no. Por un 
lado, el artículo 20.1 se refiere al 
prestatario y dicho concepto debe ser 
llenado con la definición legal prevista 
en el artículo 4.1 LCCI que incluye a 
toda persona física. Por otro lado, la 
referencia al prestatario no consumidor, 
si este es persona física, no puede 
entenderse en el sentido de privarle del 
derecho sino sólo en cuanto ofrecerle la 
posibilidad de optar entre que se le 
reconozca el derecho de conversión o 
bien que se establezca un sistema de 
limitación del riesgo del tipo de cambio.  

Por lo que respecta a la moneda 
alternativa, la misma se define en el 
artículo 20.1 LCCI en base a la cercanía 
de la misma al prestatario, al poder 
optar por la moneda en la que percibe 
sus ingresos o tiene la mayor parte de 

sus activos o la moneda del Estado 
Miembro en el que sea residente o 
resida cuando solicite la conversión. Es 
una opción que sólo corresponde al 
prestatario y que el prestamista está 
obligado a aceptar sin limitación alguna. 
El incumplimiento de estas exigencias 
genera, para el prestatario consumidor, 
la nulidad de la cláusula multidivisa y le 
permite considerar que desde el 
principio el préstamo fue concedido en 
la moneda en la que se perciben la parte 
principal de sus ingresos (art. 20.6 
LCCI).  

7.- Modificaciones legales de especial 
interés.  

En e l examen de las d iec isé is 
disposiciones finales de la Ley 5/2019 
nos vamos a centrar exclusivamente en 
aquellas que se refieren al ámbito del 
contrato de préstamo hipotecario y que 
más interés tienen en relación con el 
actual estado de la litigiosidad en esta 
materia.  

 a.- Modif icación de la Ley 
Hipotecaria.  

La misma se establece en la DF 1ª de la 
Ley 5/2019 y da nueva redacción a los 
artículos 12, 114, 129.2.a) y 258.2 LH, 
así como introduce un nuevo artículo, el 
129 bis. 

No puede considerarse que se trate de 
una reforma en profundidad de la Ley 
Hipotecaria pues se limita a trasladar a 
dicha norma diversas previsiones 
derivadas del articulado de la Ley 
5/2019. Así en el artículo 114.3º LH se 
elimina la referencia a los intereses de 
demora y se sustituyen por el interés de 

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  A

br
il 

20
19



Página !  de !36 50

demora fijado en el artículo 25.1 LCCI y la prohibición de capitalización del artículo 
25.2 LCCI.  En el artículo 129 bis, añadido en esta DF 1ª, se reitera el régimen y 
requisitos del vencimiento anticipado en los términos del artículo 24 LCCI.  

La mayor novedad radica en la nueva redacción del artículo 129.2.a) en relación al 
valor de tasación de la finca a los efectos del tipo de subasta, que no podrá ser distinto 
al fijado para el procedimiento de ejecución hipotecaria ni inferior al valor de la tasación 
realizada para la concesión del préstamo hipotecario. También la modificación del 
artículo 258.2 LH tiene importancia dado que se sustituye la falta de inscripción de 
cláusulas nulas, establecida en general, por la más precisa de aquellas que hubiesen 
sido declaradas nulas por el Tribunal Supremo con valor de jurisprudencia o por 
sentencia firme inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación.  

 b.- Modificación de la Ley de Condiciones Generales de la Contratación.  

Se establece en la Disposición Final 4ª, modificándose los artículos 5.5 y el artículo 11, 
en sus apartados 2 y 4.  

Con respecto a la nueva redacción del artículo 5.5 LCGC, se potencia la nulidad de 
pleno derecho de aquellas condiciones incorporadas de modo no trasparente en 
perjuicio de los consumidores. Por tanto, ya no sólo la abusividad genera la posibilidad 
de nulidad absoluta sino también la falta de transparencia, aspecto sobre el que han 
existido ciertas dudas jurisprudenciales.  

Mayor calado tiene la reforma del artículo 11, relativo al Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación, pues la nueva redacción, por un lado modifica el 
apartado 2 e incorpora al Registro las cláusulas contractuales que tengan en carácter 
de condiciones generales de la contratación, así como establece el depósito obligatorio 
para el prestamista de los formularios de contratos sometidos a la Ley 5/2019, en 
cumplimiento de lo previsto en el artículo 7.1 LCCI. Además, en el apartado 4, se exige 
la inscripción obligatoria no sólo de las ejecutorias de sentencias firmes, sino la 
obligación de los órganos judiciales de remitir al citado Registro las sentencias firmes 
dictadas en acciones colectivas o individuales por las que se declare la nulidad, 
cesación o retractación en la utilización de condiciones generales abusivas.  

 c.- Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  

Se establece en la DF 5ª, añadiendo un nuevo apartado al artículo 521 y modifica la 
redacción del artículo 693.2 del texto procesal civil.  

No son reformas de gran importancia pues el nuevo apartado 4 del artículo 521 LEC se 
limita a imponer la obligatoria remisión por los órganos judiciales de las sentencias 
firmes dictadas en acciones colectivas o individuales por las que se declare la nulidad, 
cesación o retractación en la utilización de condiciones generales abusivas. Por su 
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parte, la nueva redacción del artículo 
693.2 LEC es una mera remisión al 
artículo 24 de la Ley 5/2019, regulador del 
vencimiento anticipado.  

 d.- Modificación de la Ley General 
para la Defensa de los consumidores.  

Se prevé en la DF 8ª y constituye un 
añadido de un nuevo párrafo al artículo 83 
TRLGDCU, en el que se incorpora a la 
nulidad de pleno derecho de las cláusulas 
abusivas, la nulidad de condiciones 
incorporadas de modo no transparente en 
los contratos en per ju ic io de los 
consumidores, en consonancia con la 
reforma del artículo 5.5 LCGC realizada en 
la DF 4ª de la Ley 5/2019.  

IV.- Régimen transitorio y vigencia.  

1.- Contratos preexistentes.  

La Disposición Transitoria Primera regula 
el régimen de los contratos preexistentes, 
esto es, todos aquellos concertados antes 
de la entrada en vigor de la Ley 5/2019. 
Se parte de un principio general de 
irretroactividad de la norma (DT1ª.1) por lo 
que tales contratos se siguen rigiendo por 
la normativa anterior. Sin embargo, en el 
texto de la citada Disposición Transitoria 
existen una serie de excepciones que, en 
cierto modo, condicionan la pregonada 
irretroactividad y que van a permitir la 
aplicación parcial y directa de esta norma 

a contratos anteriores a su entrada en 
vigor.  

La primera excepción se aplica en 
aquellos casos de novación o subrogación 
en préstamos hipotecarios celebrados con 
anterioridad, siempre que la misma se 
lleve a cabo después de la entrada en 
vigor. En estos casos la DT1ª. 2 LCCI, 
remite a una aplicación íntegra de las 
previsiones de esta ley a los contratos 
novados o subrogados, lo que implica la 
afectación de cláusulas contractuales 
vigentes especialmente en las materias de 
regulación imperativa de la Ley 5/2019. 
Sin duda se van a plantear muchas dudas 
por esta remisión en bloque a la nueva ley. 
Por poner un ejemplo, hay que entender 
que al exigir la información prevista en el 
artículo 14 LCCI en relación a los objetos 
que han sido objeto de modificación, 
también será exigible el control de 
transparencia notarial previsto en el 
artículo 15 LCCI y la elaboración del acta 
a la que se hace referencia sin cuyo 
cumplimiento no sería posible ni el 
o t o rgam ien to de l a esc r i t u ra de 
subrogación ni la inscripción de la misma 
en el Registro de la Propiedad.  

La segunda excepción contenida en el 
apartado 3 de la DT1ª, de carácter más 
absoluto, impone el reconocimiento en 
todo contrato, cualquiera que sea el 
momento en el que se haya celebrado el 
mismo, del derecho del prestatario al 
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reembolso anticipado, con expresa aplicación de las previsiones del artículo 23.6 LCCI, 
lo que supone la limitación de las comisiones que hubieran sido pactadas en estas 
escrituras anteriores a los términos fijados en dicha norma.  

La tercera excepción es la prevista en el apartado 4 de la DT1ª y viene referida a las 
cláusulas de vencimiento anticipado, para las que se establece también un efecto 
retroactivo doblemente condicionado. Así establece, como principio general, que “Para 
los contratos anteriores a la entrada en vigor de esta Ley en los que se incluyan 
cláusulas de vencimiento anticipado, será de aplicación lo previsto en el artículo 24 de 
esta Ley…”, para posteriormente establecer dos exigencias adicionales para su 
aplicación que limitan este efecto retroactivo:  

En primer lugar sólo es posible esta aplicación retroactiva en todos aquellos contratos 
en los que no se hubiera producido el vencimiento anticipado con anterioridad a la 
entrada en vigor de la ley. Sí se hubiese llevado a cabo por la entidad de crédito el 
vencimiento anticipado, con independencia de la existencia o no de un procedimiento 
de ejecución hipotecaria, suspendido o no, no le resulta de aplicación lo previsto en 
el artículo 24 LCCI. En estos casos, toda la problemática actualmente discutida sobre 
el vencimiento anticipado sigue vigente, incluida la posible nulidad de la cláusula de 
vencimiento anticipado redactada conforme a la redacción del artículo 693.2 LEC 
vigente en el momento de la suscripción del préstamo hipotecario.  

No obstante, en segundo lugar, se establece que incluso en estos casos de 
vencimiento anticipado posterior a la entrada en vigor de la ley de contratos 
celebrados con anterioridad no es automática la remisión al artículo 24 LCCI pues 
precisa traslado al deudor y la falta de oposición a esta aplicación retroactiva de la 
regulación del vencimiento anticipado. Puede oponerse, de forma expresa siempre, 
cuando considere que la regulación contractual es más favorable para el prestatario 
que la aplicación del artículo 24 de la Ley 5/2019. Ello supone que se ofrezca esta 
posibilidad al deudor, no aclarando el texto legal sí dicho traslado debe de ser 
realizado por el prestamista o por el órgano judicial en el caso de que se ejercite una 
acción de ejecución hipotecaria. En todo caso entiendo que iniciada una ejecución a 
la que pudiera resultar aplicable esta DT4ª.4 LCCI, el órgano judicial, de oficio, 
deberá de dar este traslado al deudor, pues de ello dependerá el propio despacho de 
ejecución en atención a la validez de la cláusula contractual de vencimiento 
anticipado.  

2.- Procesos ejecutivos en trámite iniciados después de la entrada en vigor de la Ley 
1/2013.  

La Disposición Transitoria 3ª LCCI establece un régimen especial  para los 
procedimientos ejecutivos en curso a la entrada en vigor de esta Ley en los que al 
entrar en vigor la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a 
los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, hubiera 
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transcurrido el periodo de oposición de diez días previsto en el artículo 556.1 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil.  

Básicamente, esta DT3ª concede a las partes ejecutadas un nuevo plazo de diez días 
para formular oposición a la ejecución despachada basado, únicamente, en la 
existencia de cláusulas abusivas en los títulos ejecutivos. Es un nuevo plazo de 
oposición que se permite en todo tipo de ejecución y en toda clase de procedimiento 
ejecutivo (DT3ª.4), no sólo en el ámbito objetivo de la Ley 5/2019. Como se establece 
en la Exposición de Motivos, esta Disposición Transitoria da cumplimiento a las 
SSTJUE de 29 de octubre de 2015 y de 26 de enero de 2017, y de ahí la necesidad de 
conceder un nuevo incidente extraordinario de oposición a aquellas ejecuciones 
hipotecarias que no quedaron incluidas dentro de incidente establecido en la Ley 
1/2013, por ser posteriores a su entrada en vigor.  

En todo caso, no se trata de un incidente de oposición que se pueda dar en todos los 
casos, sino que el mismo está condicionado a la concurrencia de diversas 
circunstancias que excluyen el otorgamiento de un nuevo plazo residen en razones de 
seguridad jurídica y coherencia:  

Que no se hubiera, a la fecha del planteamiento del incidente excepcional, 
entregado la posesión del inmueble, cualquiera que sea el adjudicatario en la 
subasta, sí esta hubiese llegado a celebrarse.  

Que el juez de oficio hubiese analizado la existencia de cláusulas abusivas;  

Que no se hubiera notificado personalmente al ejecutado la posibilidad de 
formular el incidente extraordinario de oposición basado en la existencia de las 
causas de oposición previstas en el apartado 7.ª del artículo 557.1 y 4.ª del 
artículo 695.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil;  
Que el ejecutado hubiera formulado el citado incidente extraordinario de 
oposición, conforme a lo recogido en la citada disposición transitoria cuarta de 
la Ley 1/2013, de 14 de mayo;  

Que con base en la sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 29 de 
octubre de 2016 se haya admitido la oposición del ejecutado. 

Si no se dieran estas circunstancias excepcionales, que van a reducir mucho el campo 
de aplicación de esta DT3ª, dicha norma establece el trámite procesal aplicable por 
parte del Juzgado de Primera Instancia en el que se esté conociendo de la ejecución:  

El Juzgado deberá de notificar a las partes ejecutadas la posibilidad de 
formular el incidente extraordinario.  

Dicha notificación deberá de realizarse en el plazo de quince días siguientes a 
la entrada en vigor de la Ley 5/2019.  
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El cómputo del plazo de diez 
días se cuenta desde el día 
siguiente a la notificación de la 
resolución por la que se 
c o m u n i q u e a l a s p a r t e s 
ejecutadas la posibilidad de 
f o r m u l a r i n c i d e n t e 
extraordinario.  

Si se formula dicho incidente, el 
e f e c t o p r e v i s t o e s l a 
suspensión del curso del 
proceso ejecutivo hasta la 
resolución del incidente.  

3.- Entrada en vigor.   

C o n f o r m e s e e s t a b l e c e e n l a 
Disposición Final decimosexta, la 
entrada en vigor de esta Ley 5/2019, se 
producirá a los tres meses desde su 
publicación en el Boletín Oficial del 
Estado, lo que tuvo lugar el pasado 15 
de marzo de 2019.  

V.- A modo de conclusión.  

A través de este estudio se ha 
pretendido una primera aproximación, 
no siempre meditada y susceptible de 
nuevas interpretaciones en el futuro, 
junto el surgimiento de nuevos 
problemas no examinados, a una 
importante ley que regula un ámbito 
especialmente sensible en estos 
momentos en nuestro país y que está 
g e n e r a n d o u n a l t o g r a d o d e 
conflictividad judicial que precisaba una 
mayor concreción por parte del 
legislador. La normativa anterior, 
incluyendo el principio de autonomía de 

la voluntad, se ha demostrado que no 
e s t a b a a j u s t a d a a l a n u e v a 
problemática derivada del acceso 
masivo a la contratación de préstamos 
hipotecarios para la adquisición de 
inmuebles de uso residencial por parte 
de personas físicas que, en su mayor 
p a r t e , t e n í a n l a c o n d i c i ó n d e 
consumidores, pues se exigía una 
imprescindible conexión entre la tuitiva 
normativa de protección de los 
consumidores y un tipo de contratación 
anclada en prácticas bancarias que 
privi legiaban la posición de las 
entidades prestamistas frente a los 
prestatarios.  

Tampoco estamos ante un estudio 
exhaustivo, pues se han dejado fuera 
voluntariamente algunos aspectos de 
gran importancia, como los relativos a 
la tasación de los inmuebles, el examen 
de solvencia de los prestatarios, las 
condiciones aplicables al personal al 
servicio de las entidades prestamistas o 
el examen del contenido de la Ficha 
Europea de Información Normalizada, 
junto con el régimen jurídico general de 
l o s i n t e r m e d i a r i o s d e c r é d i t o 
inmobiliario o el régimen sancionador. 
En todo caso, se ha hecho un esfuerzo 
por desarrollar los aspectos más 
i m p o r t a n t e s d e l a n o r m a y , 
especialmente, por sistematizar un 
texto legal que  no sigue una línea 
sistemática clara en su redacción y 
orden. Espero que este esfuerzo sirva, 
en un futuro, como punto de partida 
para un análisis más sosegado y 
completo.
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El desistimiento unilateral.

Examen de este tipo de extinción 
del contrato en el supuesto de 
arrendamiento para uso distinto 
del de vivienda. 

                                                                                            
Pilar Ledesma Ibáñez

Magistrada de la Audiencia Provincial de Barcelona. Sección 1º Civil

I.- INTRODUCCIÓN. 

El desistimiento unilateral del contrato se 
configura como una de las modalidades 
posibles de extinción de la relación 
obligatoria, no solo de obligaciones 
concretas, sino, entendida tal extinción como 
el punto final del sistema de organización de 
intereses establecido entre las partes y el 
agotamiento de la relación de intercambio y 
de cooperación existente entre ellas (DIEZ 
PICAZO).  

Con carácter general dicho concepto 
aparece referido a la facultad que puede 
concederse a una o a ambas partes de un 
contrato en cuya virtud la sola y libre 
voluntad e iniciativa de una de ellas puede 
poner fin a la relación obligatoria existente 
sin necesidad de que concurra ninguna 
causa especial.  Se trata de una figura que 
no tiene una definición legal y a la que se 
alude con expresiones diversas, muchas 
veces equívocas, tales como receso de la 

obligación , denuncia del contrato , 
resolución anticipada o resolución del 
contrato por desistimiento (vid. ATS de 6 
de febrero de 2019).  

Pese a esta carencia de concepto normativo, 
no plantea ningún inconveniente la validez 
de la facultad de desistimiento unilateral 
cuando exista una expresa previsión legal 
que lo prevea o cuando aparece recogida 
dicha facultad en el contrato. 

También se viene admitiendo tanto por la 
doctrina como por la  jurisprudencia que, 
incluso en defecto de pacto o de previsión 
legal de la facultad de desistimiento 
unilateral, este modo de extinción de las 
obligaciones sea válido y eficaz cuando se 
trate de relaciones obligatorias que reúnan 
cumulativamente las siguientes notas: a) que 
se trate de obligaciones de tracto sucesivo; 
b) que no tengan previsto un plazo de 
duración acotado en el tiempo (determinado 
o determinable), y c) que se trate de 
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las que la confianza entre las partes 
constituya uno de los elementos que 
configuran la base del negocio. 

En el caso del contrato de arrendamiento 
de inmuebles urbanos la regulación de 
esta facultad es diversa en función de si el 
objeto del contrato es una vivienda o un 
inmueble para uso distinto del de vivienda 
(“local de negocio” en la terminología 
tradicional de frecuente uso). 

Así, el desistimiento unilateral en el 
arrendamiento de viviendas aparece 
actualmente previsto y regulado en la Ley 
29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos (LAU de 1994), 
cuyo artículo 11, en su redacción tras al 
reforma operada por Ley 4/2013, de 4 de 
junio, titulado expresamente “Desistimiento 
del contrato”, prevé con carácter general 
que : “El arrendatario podrá desistir del 
contrato de arrendamiento, una vez que 
hayan transcurrido al menos seis meses, 
siempre que se lo comunique al arrendador 
con una antelación mínima de treinta días. 
Las partes podrán pactar en el contrato 
que, para el caso de desistimiento, deba el 
arrendatario indemnizar al arrendador con 
u n a c a n t i d a d e q u i v a l e n t e a u n a 
mensualidad de la renta en vigor por cada 
año del contrato que reste por cumplir. Los 
períodos de tiempo inferiores al año darán 
lugar a la parte proporcional de la 
indemnización”. 

Por su parte el artículo 12 de este mismo 
t ex to l ega l se ocupa de r egu la r 
específicamente las consecuencias del 
ejercicio de la facultad de desistimiento -
que con carácter general recoge el artículo 
anterior- por parte de un arrendatario en el 
caso de que tal desistimiento no contara 
con el consentimiento del cónyuge que 
conviviera con dicho arrendatar io, 
limitando, con ciertas condiciones, los 
efectos del desistimiento. 

En su redacción original la LAU de 1994 
r e g u l a b a t a m b i é n l a f a c u l t a d d e 
desistimiento unilateral del arrendatario- no 
para el arrendador- solo para los 
arrendamientos de duración pactada 
superior a cinco años, siempre que el 
mismo hubiere durado al menos cinco 
a ñ o s y e l a r r e n d a t a r i o d i e r a e l 
correspondiente preaviso al arrendador 
con una antelación mínima de dos meses; 
todo ello con el mismo criterio para la 
cuantificación de la indemnización, caso de 
exist ir un pacto que habil i tase su 
percepción.  

Sin embargo, el texto legal precedente, la 
Ley de Arrendamientos Urbanos de 24 de 
diciembre 1964 (TRLAU), no hacía 
distinciones en cuanto al tratamiento del 
desalojo del inmueble por parte del 
arrendatario, tanto de vivienda como de 
local de negocio, que se trataba, más que 
como la regulación de la facultad de 
desistimiento entendida en el modo antes 
expresado, como un supuesto de 
incumplimiento contractual. Así, el art. 56 
de dicho texto legal disponía que:  

“Durante el plazo estipulado en el contrato, 
el arrendatario o subarrendatario, lo sea de 
vivienda o de local de negocio, vendrá 
obligado al pago de la renta, y si antes de 
su terminación lo desaloja, deberá notificar 
su propósito por escrito al arrendador o 
subarrendador con treinta días de 
antelación, por lo menos, e indemnizarle 
con una cantidad equivalente a la renta 
que corresponda al plazo que, según el 
contrato, quedare por cumplir”. 

En este escrito pretendo examinar 
solamente el tratamiento jurisprudencial 
más reciente relativo a la posibilidad de 
desistimiento unilateral en el caso de 
contratos de arrendamiento de inmuebles 
para uso dist into de vivienda, las 
condiciones de ejercicio de esta facultad, y, 
s o b r e t o d o , s u s c o n s e c u e n c i a s 
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puedan facilitar la resolución de los frecuentes conflictos que se plantean. 

En todo caso, para la resolución de este tipo de conflictos se deben tomar como 
referencia dos ideas que constituyen los ejes fundamentales:  
  
A.-En defecto de pacto expreso, la voluntad del arrendatario de desistir no 
extingue automáticamente el contrato.  
El propietario puede exigir el cumplimiento o la resolución del contrato y en 
ambos casos puede interesar una indemnización de daños y perjuicios. 

B.-Si existe una previsión contractual, el pacto puede regular, bien solo una 
facultad de desistimiento, bien permitirlo y además establecer una penalización 
(SSTS 779/2013 de 10 de diciembre y 300/2014 de 29 de mayo) 

II.- CONDICIONES DE EJERCICIO.  

1.-No cabe la aplicación analógica de la regulación del contrato de arrendamiento 
de vivienda sobre este extremo. 

El Tribunal Supremo rechaza, en general y por las razones antes apuntadas, la 
aplicación analógica a los arrendamientos para uso distinto del de vivienda del 
régimen jurídico que, sobre el desistimiento unilateral, la vigente LAU establece  
para los arrendamientos de vivienda y, en particular, rechaza la posibilidad de 
aplicación analógica de las previsiones recogidas en el art. 11 de la LAU (1 
mensualidad por año que resta de duración del contrato) por falta de identidad de 
razón y aplicación del principio autonomía de la voluntad. Así lo indica 
expresamente la STS 539/2017 de 3 de octubre en una solución ya apuntada por 
la STS 42/2016.  

En este sentido, conviene recordar que el art. 4.3. LAU establece que el principio 
de autonomía de la voluntad es el rector en esta materia cuando dispone que:  

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1 de la misma norma, los 
arrendamientos para uso distinto del de vivienda se rigen por la voluntad de las 
partes, en su defecto, por lo dispuesto en el título III de la presente ley y, 
supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil”. 

2.-No veo obstáculos para defender que, en aquellos contratos de arrendamiento, 
ciertamente infrecuentes, que tuvieran por objeto un inmueble distinto de una 
vivienda pero que no fuera un local de negocio sometidos a la LAU, y en donde el 
alquiler pudiera considerarse la consecuencia de una relación de consumo, 
cabría aplicar el régimen de especial protección de consumidores y usuarios y, en 
consecuencia, la posibilidad de control de cláusulas abusivas. 

3.-La STS 571/2013 de 27 septiembre resuelve el supuesto, bastante frecuente 
en la práctica, del arrendatario de un local que devuelve las llaves de este y son 
recogidas sin reservas por el arrendador. Se trata de analizar la posible 
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concurrencia de una disolución por mutuo 
disenso y/o de una renuncia a la 
indemnización prevista.   

Dicha STS examina un contrato de 
arrendamiento de local de negocio de 15 
años de duración con posibilidad de 
desis t imiento del arrendatar io con 
indemnización.  

El arrendador reclamaba la indemnización 
prevista ante el desistimiento unilateral del 
arrendatario. 

El Juzgado de Primera Instancia (JPI) 
desestimó la reclamación al considerar que 
el contrato se había resuelto por mutuo 
disenso al no hacer reserva el arrendador 
en la entrega de llaves y en la firma del 
documento dando por finalizado el contrato.  

La Audiencia Provincial (A Coruña) estimó 
la apelación al entender que la entrega de 
la posesión y la recepción de las llaves por 
parte del arrendador sin efectuar reserva no 
implicaba renuncia de derechos ni 
liquidación del contrato.  

EL TS validó la sentencia dictada en 
apelación apreciando que no se vulneraba 
la jurisprudencia sobre el mutuo disenso- a 
la que me referiré posteriormente- y que, 
efectivamente, los actos consistentes en el 
documento de entrega de llaves y los 
concomitantes no eran claros e inequívocos 
de la renuncia de derechos.  

En definitiva, no hace sino aplicar a este 
planteamiento la doctrina clásica sobre la 
renuncia, de carácter restrictivo cuando no 
sea expresa, manteniendo que precisa de 
actos claros e inequívocos, concluyendo 
que el silencio sobre ello en el acto de 
entrega de llaves tras un desistimiento 
unilateral no equivale a la renuncia a la 
indemnización prevista para el caso de esta 
eventualidad. En el mismo sentido se 
pronunció la STS 297/2017 de 16 de mayo. 
4.- Como quiera que la frecuencia de 
desistimientos unilaterales de arrendatarios 
de locales de negocio aumentó por razón 

de la crisis económica, con el consiguiente 
reflejo en la litigiosidad por esta materia, se 
ha planteado si esta circunstancia de la 
economía global, en la medida en que 
alteraba las previsiones comerciales de 
futuro que el arrendatario podía albergar, 
entrañaba una modif icación de las 
c i r c u n s t a n c i a s q u e j u s t i f i c a r a e l 
desistimiento –impidiendo con ello la 
indemnización-que fuera incardinable en la 
cláusula “rebus sic stantibus”, dado que la 
renta pactada distaba mucho de la renta de 
mercado al tiempo del desistimiento.  

Pues bien, el Tribunal Supremo ha venido 
desestimando dicha posibilidad abogando 
por una aplicación restrictiva de este 
argumento, incluso como criterio de 
moderación de la indemnización a 
conceder (STSS 297/2017 de 16 de mayo y 
179/2018 de 3 abril). Así, esta última 
sentencia señala expresamente que 
“(F)rente a este argumento hay que decir 
que, suponiendo que la caída de precios a 
q u e s e h a c e r e f e r e n c i a p u d i e r a 
c o n s i d e r a r s e u n a c o n t e c i m i e n t o 
imprevisible que alterara la economía del 
contrato tal y como fue prevista por las 
partes al contratar, lo cierto es que la 
demandada no puso fin al contrato de 
arrendamiento que adquirió por cesión por 
esta razón, sino porque no le interesaba y, 
en cualquier caso, sería improcedente 
moderar al amparo de la  rebus  una 
penalización que se ha considerado 
razonable en atención a las circunstancias 
y que distribuía entre las partes los riesgos 
asociados a la mayor o menor tardanza en 
lograr un alquiler de sustitución.”  

III.-CONSECUENCIAS ECONÓMICAS 
DEL DESISTIMIENTO UNILATERAL 

1.-Evolución jurisprudencial.  

Dado que las resoluciones judiciales en 
esta materia tienen como punto de 
referencia conjugar el pr incipio de 
autonomía de la voluntad, rector en este 
tipo de contratación (ex. art. 4.3. LAU), y la 
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ha dictado sentencias que pretenden 
proporcionar una adecuada solución a cada 
caso concreto, pero en ocasiones 
conceptualmente confusas.  

Para ilustrar la situación a la que me refiero 
compararé los argumentos y soluciones 
dadas en dos supuestos con ciertos 
paralelismos.   

La STS 779/2013 de 10 de diciembre 
analiza un contrato de arrendamiento 
urbano de local con un plazo de duración 
de 20 años que contenía además la 
previsión de una indemnización a favor de 
la arrendadora si la arrendataria resolvía el 
vínculo en los cinco primeros años. 
Transcribo la cláusula que daba lugar al 
conflicto para facilitar la comparación con el 
supuesto que describiré a continuación. Era 
la siguiente: 

“el plazo de duración del presente 
arrendamiento es de VEINTE (20) años 
contados a partir del devengo de su 
primera renta, plazo que será obligatorio 
para LA ARRENDADORA y potestativo 
para LA ARRENDATARIA, quien podrá dar 
por resuelto este contrato a todos los 
efectos en cualquier momento de su 
vigencia, bastando para ello la mera 
c o m u n i c a c i ó n p r e v i a a L A 
ARRENDADORA, con, al menos, TRES 
meses de antelación a la fecha, a partir de 
la cual se considerará extinguido el 
arrendamiento .No obstante, si dicha 
resolución se produjese antes de que 
transcurran CINCO años contados desde el 
d e v e n g o d e l a p r i m e r a r e n t a L A 
ARRENDATARIA vendrá obligada a abonar 
a L A A R R E N D A D O R A , c o m o 
indemnización por los daños y perjuicios 
causados, el importe de las rentas que 
faltaren por devengar, en el momento de la 
resolución, hasta completar el indicado 
plazo de cinco años. Dicho pago se 
realizará por mensualidades anticipadas."   

Antes del transcurso de los cinco primeros 
años de v igenc ia de l con t ra to la 
arrendataria consideró inviable el desarrollo 
del negocio que pretendía establecer en el 
local arrendado (un supermercado) habida 
cuenta “la manifiesta falta de desarrollo que 
ha experimentado la zona en que se ubica 
el inmueble objeto del arrendamiento” y 
comunicó su desistimiento del contrato. 

La arrendadora demanda solicitando 
cumplimiento de la penalización por 
resolución anticipada, demanda que es 
estimada por el JPI. 

Recurrida en apelación la sentencia, la 
Audiencia Provincial (Burgos) modera la 
indemnización resultante atendiendo a las 
circunstancias que hacían el cumplimiento 
del contrato excesivamente gravoso para el 
arrendatario.  

El TS considera que no es aceptable la 
moderación que aplica la sentencia de 
apelación porque no es una cláusula penal 
a la que pueda aplicarse el artículo 1154 
del Código Civil, no se trata de una pena 
por el incumplimiento sino la consecuencia 
económica del ejercicio de una facultad 
reconocida al arrendatario en el propio 
contrato. 

Así, se indica que “(E)n el presente caso, 
no ha habido incumplimiento. En el contrato 
de arrendamiento se le concede al 
arrendatario la facultad de declarar 
extinguido el contrato dentro del plazo 
pactado, plazo “potestativo para la 
arrendataria, quien podrá dar por resuelto 
este contrato a todos los efectos en 
cualquier momento de su vigencia..."  y si 
ésta, en uso de tal facultad, la ejerce en los 
primeros cinco años “vendrá obligada a 
abonar..."  (tal cláusula ha sido transcrita en 
líneas anteriores). No es, por tanto, 
c l á u s u l a p e n a l p a r a e l c a s o d e 
incumplimiento de una obligación, sino 
cláusula en caso de cumplir lo que se ha 
previsto expresamente en el contrato. Esta 
cláusula no ejerce, como sí ocurre en la 
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penal, la función coercitiva de la obligación principal, ni la función liquidadora (o sustitutiva) 
de los perjuicios ”en caso de falta de cumplimiento" , dice el  artículo 1152 del Código civil . 
Con lo cual, no tiene sentido la posible moderación por incumplimiento parcial porque no hay 
tal: la obligación de la arrendataria no ha sido “en parte o irregularmente cumplida”, sino que 
ha sido observada conforme a lo pactado, pacta sunt servanda, es decir, de acuerdo con la 
lex contractus.   

Además, y a mayor abundamiento, lo que se ha pactado se ha cumplido exactamente, 
que no es otra cosa que la extinción de la relación contractual en el plazo de los primeros 
cinco años. Con lo cual, la moderación por incumplimiento (que no lo ha habido) parcial, no 
cabe. Y es reiterada la jurisprudencia que mantiene que no cabe la moderación, conforme al 
artículo 1154 del Código civil si el incumplimiento (que no es el caso) ha sido total: así, 
sentencias de 10 mayo 2001, 27 febrero 2002, 8 octubre 2002, 21 junio 2004, 20 diciembre 
2006, 26 marzo 2009”. 

>Por su parte la STS 300/2014 de 29 de mayo analiza un contrato de arrendamiento de una 
cafetería suscrito en el año 2005 con una previsión de duración hasta el año 2012. 

Dicho contrato, en lo relativo a la posibilidad de desistimiento unilateral, contenía la siguiente 
previsión: 

“Si la ARRENDATARIA decidiese resolver unilateral y anticipadamente el presente 
contrato, deberá pagar en concepto de indemnización una cantidad equivalente al resultado 
de multiplicar la última renta mínima garantizada anual por el número de años que restan 
hasta finalizar el contrato, prorrateándose los períodos inferiores al año”   

Pasados unos años, la entidad arrendataria desistió de la relación contractual por la mala 
rentabilidad económica que la arrendataria atribuía a la mala gestión hecha por la 
arrendadora del centro comercial el que se ubicada la cafetería. 

La sentencia de primera instancia estimó parcialmente la demanda considerando que el 
desistimiento unilateral implica un incumplimiento de las obligaciones pactadas, pero 
teniendo en cuenta que en el local se realizó posteriormente una exposición y que pudo ser 
arrendado nuevamente y, además, había sido ocupado por una nueva empresa para su 
actividad de negocio, concluyó moderando sustancialmente la cláusula penal transcrita. 



Página !  de !47 50

Esa sentencia fue confirmada enteramente 
por la Audiencia Provincial (Murcia) al 
considerar totalmente desproporcionada la 
indemnización resultante. 
En casación, de nuevo la arrendadora 
combate la moderación de la penalización. 
El Tribunal Supremo parte de la premisa de 
que la cláusula transcrita sí es una cláusula 
penal y razona afirmando la conveniencia 
de la moderación para mantener la 
igualdad y el equilibrio entre arrendador y 
arrendatario.  
Considera la Sala que establecer una 
equ i va l enc i a en t re l os pe r j u i c i os 
económicos futuros con el importe íntegro 
de la renta de los seis años establecidos 
para la vigencia mínima del contrato 
supone desconocer la racional idad 
económica, esto es, la posibilidad de que el 
arrendador pueda volver a arrendar el local 
por una renta similar transcurrido un plazo 
razonable.  

Sobre esta base defiende la procedencia 
de la moderación en los casos de 
desistimiento de la relación contractual 
arrendataria, en primer lugar, porque la 
penalización pretende una indemnización 
global por incumplimiento total del contrato, 
a partir del desistimiento, y no cabe 
aplicarla automática y enteramente cuando 
consta que es superior a los que se han 
producido realmente. Además, con el 
argumento de evitar el enriquecimiento 
injusto, mantiene que debe evitarse la 
desproporción del resultado. 

Probablemente esta aparente disparidad de 
criterios se debiera a circunstancias de 
cada caso, pues en el primer supuesto se 
conocía, dado el improbable crecimiento 
urbanístico del lugar en el que se ubicaba 
e l l o c a l q u e i b a a d e s t i n a r s e a 
supermercado, que sería muy difícil lograr 
un nuevo arriendo, y en el segundo, por el 
contario, el tribunal conoce ya la viabilidad 
económica del local consecuente al 
desistimiento. 

2.-Doctrina jurisprudencial actualizada; 
pautas generales. 

Ante esta cierta dispersión conceptual, el 
Tribunal Supremo a partir de la STS 
183/2016 resume y esquematiza su 
doc t r ina an te r io r, d i fe renc iando y 
englobando, a fin de dar una solución 
uniforme a cada uno de ellos, los distintos 
casos que pueden presentarse en la 
práctica distinguiendo tres grandes bloques 
en función del contenido de los contratos 
de arrendamiento y de la acción ejercitada 
(SSTS 183/2016 de 18 marzo, y 297/2017 
de 16 mayo). Serían los siguientes: 

1. AUSENCIA DE PACTO. Casos en los 
que el contrato no contiene un pacto 
recogiendo la facultad de desistimiento 
unilateral. Ya he apuntado que no existe 
razón alguna que obligue al arrendador a 
aceptar esta extinción del contrato. En todo 
caso, en este escenario, 

1.1 Si el arrendatario manifiesta su 
voluntad de terminar el arrendamiento, pero 
el arrendador no lo acepta y pide el 
cumplimiento del contrato, es decir, el pago 
de las rentas conforme a los vencimientos 
pactados en el contrato (SSTS 26 de junio 
de 2002; STS 183/2016) el Alto Tribunal 
concluye que la acción de cumplimiento no 
permite la moderación y se deben abonar 
todas las rentas pendientes. 

Cabría plantearse, pero ello tiene una 
trascendencia más teórica que práctica, si 
habría que acceder en esta caso a una 
eventual, aunque ciertamente improbable, 
pe t i c ión de rea lo jo por par te de l 
arrendatario. 

1.2. Si el arrendatario manifiesta su 
voluntad de terminar el arrendamiento y el 
arrendador acepta o acaba por aceptar la 
reso luc ión de l m ismo rec lamando 
indemnización de los daños y perjuicios 
provocados por la resolución (STS 9 de 
abril de 2012), entonces el arrendador debe 
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reclamar y acreditar los daños y perjuicios 
realmente padecidos. 

2. PRESENCIA DE PACTO. Me refiero a 
los casos en que e l con t ra to de 
arrendamiento de local contiene pacto 
recogiendo la facultad de desistimiento 
unilateral con multa penitencial. A este 
supuesto se refieren las SSTS 23/12/ 2009; 
6/11/ 2013; 10/12/2013 y 29/5/ 2014, de las 
que, además, se deduce que cabe efectuar 
otra distinción en función de que esa 
cláusula penal sea de naturaleza punitiva o 
de naturaleza sustitutoria. 

3.-Desistimiento y cláusula penal. 

En la práctica, son más frecuentes los 
contratos de arrendamiento de local que 
regulan la facultad de desistimiento 
sometiendo su ejercicio a una cláusula 
penal que, pese a esta denominación 
genérica, como avanzaba, no siempre 
cumple la misma función contractual.  

Por eso, y porque esta consolidación de la 
doct r ina jur isprudenc ia l sobre las 
c o n s e c u e n c i a s e c o n ó m i c a s d e l 
desistimiento unilateral se ha producido de 
manera coincidente en el tiempo con la 
doctrina desarrollada recientemente por el 
Tribunal Supremo acerca de la función y 
efectos de las cláusulas penales recogidas 
en general en todo tipo de contratos, las 
sentencias más recientes dictadas por el 
Tribunal Supremos en esta materia tienden 
también a perfilar y matizar esta cuestión. 

Las líneas básicas aparecen recogidas en 
tres sentencias, que son las que paso a 
exponer. 

>La STS 74/2018 de 14 febrero. Analiza un 
c o n t r a t o d e a r r e n d a m i e n t o e n t r e 
empresarios en donde se discuten las 
condiciones del pago de la pena cuando el 
arrendador celebra un nuevo contrato.  

Esta es la resolución en la que más 
claramente se establece una distinción en 
función de lo pactado, de modo que: 

A) Si la cláusula penal se considera 
sustitutiva de la indemnización, el tribunal 
estima que entonces debe tener cierta 
correspondencia con el daño efectivo. No 
se trata tanto de permitir abiertamente la 
moderación en general, pero sí de facultar 
a l t r i b u n a l p a r a q u e i m p i d a u n a 
desproporción manifiesta, subyaciendo 
siempre la idea de evitar el enriquecimiento 
injusto.  

B) Sin embargo, si la cláusula penal se 
conf igura como una condic ión de 
naturaleza punitiva, esto es, acumulable a 
la indemnización, muchas veces con una 
finalidad disuasoria de la extinción 
contractual por esta vía, de suerte que, aun 
permitiéndola, la agrava, entonces el 
Tribunal Supremo precisa que esta 
consecuencia económica no es equivalente 
a indemnización por lucro cesante, 
insistiendo en que no cumple una  función 
de liquidación del de daños, y que, 
precisamente por ello, no excluye la  
reclamación por daños.  

Ahora bien, otra vez bajo el prisma de la 
evitación de un enriquecimiento injusto, 
matiza que por esta vía no deberían 
preverse las mismas consecuencias que 
las que resultarían de haberse ejercitado la 
acción cumplimiento, esto es, el pago de 
todas las rentas pendientes. 

>La STS 179/2018 de 3 de abril. En este 
supuesto el TS analizaba un contrato por 
30 años entre empresarios, con la 
previsión de que el arrendatario se 
comprometía a no desistir en los 10 
primeros, que se configuraba como un 
plazo de duración mínimo, so pena de 
pago de todas las rentas hasta dicho plazo 
mínimo. 
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El arrendatario desiste unilateralmente antes de la conclusión de dicho plazo 
mínimo. 

Aquí el TS aplica la doctrina general sobre moderación en cláusulas penales y 
concluye que, al concurrir el presupuesto de aplicación específicamente 
previsto en la cláusula penal (extinción antes del transcurso del plazo mínimo), 
la cláusula cumple una función indemnizatoria, y la indemnización prevista, 
además, no puede ser objeto de moderación, máxime teniendo en cuenta que, 
por su propia configuración, la extensión de la indemnización estaba ajustada 
a cuánto tiempo quedaba por alcanzar el término mínimo del contrato, sin que 
a ello obste, tampoco como factor de moderación, que el arrendador busque 
un nuevo arriendo. 

Así, sobre la base de que la consecuencia económica es la contractualmente 
prevista en el marco de la autonomía de la voluntad, no cabe considerar la 
concurrencia de un enriquecimiento injusto al no ser precisa la corrección de 
una atribución patrimonial antijurídica. 

> La STS 341/2018 de 7 junio. En esta resolución se analiza la indemnización 
que debe pagar el arrendatario que abandona el local durante el año de 
prórroga. 

Trata de establecer el alcance de la indemnización que debe abonar el 
arrendatario de un local que desistió del contrato de manera unilateral sin 
respetar el plazo de preaviso pactado.  

El TS considera que la falta de preaviso determinó la prórroga contrato por un 
año más. Desde esta perspectiva, concluye (i) que no existía cláusula penal 
que moderar, no siendo de aplicación lo dispuesto en el art. 1154 del Código 
Civil; (ii) que tampoco se trata de fijar una indemnización por el 
incumplimiento contractual, y (iii) que se está en presencia de una acción de 
cumplimiento del plazo convenido de duración del contrato y que, en 
consecuencia, corresponde al arrendatario el abono de todas las rentas 
devengadas durante el año de prórroga.  

IV. DIFERENCIACIÓN CON LA EXTINCIÓN POR MUTUO DISENSO  

No son pocos los casos en los que las resoluciones judiciales, ante un 
desistimiento unilateral del contrato de arrendamiento de local, que 
es aceptado por el arrendador, en cuanto a la extinción del contrato, 

en lugar de aplicar las reglas que he venido exponiendo, consideran 
automáticamente que lo que se produce es una extinción por mutuo 
disenso ( basada en la mera comprobación de que ninguna de las partes 
se opone a la extinción contractual) y por ello deniegan cualquier 
consecuencia económica. 

Por ello considero que es de utilidad exponer, como apunte final, las 
notas que, conforme a la doctrina jurisprudencial reciente, permiten delimitar 
una y otra modalidad de extinción del contrato. 
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Como resulta de la STS 639/2012 de 7/11y de la STS 39/2015 de 16/2, el  
mutuo disenso constituye un nuevo negocio jurídico dirigido a dejar sin efecto una relación 
obligacional preexistente plenamente válida y eficaz, de tal modo que requiere de su 
propia y autónoma existencia, con sus presupuestos de validez, precisa bien de una 
plasmación expresa bien de una constatación inequívoca a través de la doctrina de los 
actos propios llevados a cabo por las partes. Y, por último, no puede inferirse, 
directamente, de la interpretación o integración del contrato principal si en el mismo no se 
contempló nada al respecto. 

En esta materia, resulta de capital importancia la STS 169/2016 de 17 de marzo, que 
establece las siguientes notas características:  

1. El mutuo disenso es una causa de extinción de las obligaciones no recogida en 
el art. 1.156 CC, conforme al principio de autonomía de la voluntad.  

2. Requiere la constancia de un consentimiento de ambas partes (no puede 
imponerse unilateralmente) de signo contrario al constitutivo del vínculo 
contractual, que puede manifestarse expresa o tácitamente, a través de actos 
que inequívoca y concluyentemente revelen la común voluntad de dejar sin 
efecto el negocio concluido.  

3. No exige que la concurrencia de voluntades sea simultánea.  

4. La extinción por mutuo disenso es una figura jurídica claramente diferenciable de 
la facultad resolutoria del contrato. No se trata de consentir la ineficacia del 
contrato por razón del incumplimiento observado, sino de un auténtico acuerdo 
de las partes y, por tanto, un nuevo negocio jurídico dirigido a dejar sin efecto 
una relación obligacional preexistente plenamente válida y eficaz.  
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